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1) 


TEXTO DE LA CITACION 
«Montevideo, 3 de agosto de 1999. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión ordinaria, mañana miércoles 4, a la hora 16, a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se crea el Fondo de Inver- 
siones para la Colonización, el que será adminis- 
trado por el Instituto Nacional de Colonización. 


(Carp. N* 706/97 - Rep. N* 761/98). 


2%) Continúa la discusión particular del proyecto de 
ley por el que se regulan las técnicas de reproduc- 
ción humana asistida. 


(Carp. N* 410/96 - Rep. N* 774/98. Anexo 1/99). 


3%) Discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se declara falta laboral grave de la parte 
empleadora todo acto de violencia, injuria, amena- 
za, malos tratos, acoso sexual o cualquier otra vio- 
lación al deber del respeto de la personalidad físi- 
ca O moral del trabajador, cometidos por el em- 
pleador o representantes o por familiares. 


(Carp. N* 636/97 - Rep. N* 813/98. Anexo 1/99). 


4%) Discusión particular del proyecto de ley por el que 
se declara que las trabajadoras públicas o privadas 
en estado de gravidez, no podrán ser destinadas a 
cumplir tareas que por su naturaleza pudieran afec- 
tarlas. 


(Carp. N” 1185/98 - Rep. N* 749/98). 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


5%) por el que se establece que el Ministerio del Inte- 
rior deberá hacer efectivo el pago de los aportes al 
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9%) 
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14) 


Servicio de Retiros y Pensiones Policiales corres- 
pondientes a las remuneraciones que los funciona- 
rios perciben por tareas extraordinarias (artículo 
222 de la Ley N* 13.318 de 28 de diciembre de 
1964). 


(Carp. N* 1184/98 - Rep. N* 784/98). 


por el que se tributan diversos homenajes a inte- 
grantes de las Fuerzas Armadas y Policiales abati- 
dos en la lucha contra la sedición. 


(Carp. N* 1189/98 - Rep. N* 820/98). 


por el que se aprueba el Tratado sobre Asistencia 
Mutua en Materia Penal entre el Gobierno de la 
República y el Gobierno de Canadá. 


(Carp. N* 1284/98 - Rep. N* 880/99). 


por el que se aprueba el Tratado de Asistencia Ju- 
rídica Mutua en Asuntos Penales entre la Repúbli- 
ca y la República de Venezuela. 


(Carp. N* 1282/98 - Rep. N* 881/99). 


por el que se reglamenta el ejercicio de la profe- 
sión de psicólogo. 


(Carp. N* 1364/99 - Rep. N* 883/99). 


Continúa la discusión única de las modificaciones 
introducidas por la Cámara de Representantes al 
proyecto de ley por el que se prohíbe la introduc- 
ción al país de desechos químicos, biológicos o 
radiactivos. 


(Carp. N* 100/95 - Rep. N* 657/98). 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de Canadá, para la 
Cooperación en los Usos Pacíficos de la Energía 
Nuclear. 


(Carp. N* 1549/89 - Rep. N* 896/99). 


por el que se aprueba el Protocolo sobre Promo- 
ción y Protección de Inversiones Provenientes de 
Estados no Partes del MERCOSUR. 


(Carp. N* 794/97 - Rep. N* 892/99). 


por el que se aprueba el Acuerdo para la Promo- 
ción y Protección de Inversiones entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de Malasia. 


(Carp. N* 467/96 - Rep. N* 897/99). 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno del Estado de Israel 
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15) 


16) 


17) 


18) 


19) 


20) 


21) 


para la Promoción y Protección Recíproca de In- 
versiones. 


(Carp. N* 1142/98 - Rep. N* 893/99). 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de la República de 
Venezuela para la Promoción y Protección Recí- 
proca de Inversiones. 


(Carp. N* 1267/98 - Rep. N* 895/99). 


por el que se reglamenta el artículo 118 de la Cons- 
titución fijando plazos para la respuesta de los pe- 
didos de datos e informes. 


(Carp. N* 1052/98 - Rep. N* 904/99). 


Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se declara de interés nacio- 
nal la zona costera del balneario Aguas Dulces, 
ubicado en la 4ta. Sección Judicial del departa- 
mento de Rocha. 


(Carp. N* 1290/98 - Rep. N* 815/98). 


por el que se autoriza la salida del país del Buque 
ROU “Montevideo” y su tripulación para partici- 
par en la Operación Unitas XL. 


(Carp. N* 1404/99 - Rep. N* 934/99). 


por el que se sustituye el artículo segundo de la 
Ley N* 16.995, referente a la asistencia letrada en 
las audiencias de conciliación administrativas. 


(Carp. N* 1410/99 - Rep. N* 942/99). 


por el que se declaran comprendidos en los benefi- 
cios establecidos por la Ley N* 16.629, de 28 de 
noviembre de 1994, a los Oficiales Superiores o 
Jefes que hayan pasado o pasen a situación de reti- 
ro a partir de la fecha de vigencia de dicha ley, por 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 397 de la 
Ley N* 13.032, de 7 de diciembre de 1961. 


(Carp. N* 1418/99 - Rep. N* 944/99). 


por el que se sustituye el artículo 105 de la Ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en la re- 
dacción modificativa dada por el artículo 61 de la 
Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991 (bonifi- 
cación de servicios a buzos militares, técnicos elec- 
tricistas y electrónicos, paracaidistas del ejército y 
personal afectado a la recuperación de artefactos 
explosivos). 


(Carp. N* 1421/99 - Rep. N* 945/99). 
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22) por el que se autoriza a efectivos del Regimiento 
de Caballería Mecanizado N* 7, con asiento en la 
ciudad de Río Branco a concurrir a la República 
federativa del Brasil, ciudad de Yaguarón para par- 
ticipar en los actos conmemorativos de la Indepen- 
dencia de dicho país. 


(Carp. N* 1424/99 - Rep. N* 946/99). 


23) por el que se designa con el nombre “General Eu- 
genio Garzón” la Brigada de Infantería N* 1 del 
Comando General del Ejército. 


(Carp. N” 1428/99 - Rep. N* 947/99). 


24) Informe de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos relacionado con la solicitud de venia del Poder 
Ejecutivo para destituir de su cargo a una funcio- 
naria del Ministerio de Economía y Finanzas. (Pla- 
zo constitucional vence 4 de agosto de 1999). 


(Carp. N* 1377/99 - Rep. N* 900/99). 


25) Proyecto de resolución elevado por la Comisión de 
Asuntos Internacionales por el que se crea la Aso- 
ciación de Amistad Parlamentaria entre la Repúbli- 
ca y la República Arabe Saharaui Democrática. 


(Carp. N* 1361/99 - Rep. N* 842/99). 


Jorge Moreira Parsons Mario Farachio 
Secretario Secretario.» 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Antognazza, 
Arismendi, Astori, Atchugarry, Bentancur, Bergstein, Brez- 
zO, Carvalho, Cid, Couriel, Chiesa, Fernández, Gandini, 
Garat, García Costa, Gargano, Heber, Irurtia, Iturria, Kor- 
zeniak, Pais, Pozzolo, Santoro, Sarthou, Segovia y Virgili. 


FALTAN: con licencia, la señora Senadora Dalmás y los 
señores Senadores Hierro López, Mallo, Michelini, Millor y 


Ricaldoni y sin aviso, los señores Senadores Pereyra y An- 
drade. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 14 minutos.) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


«Montevideo, 4 de agosto de 1999. 


La Presidencia de la Asamblea General destina un 
Mensaje del Poder Ejecutivo al que acompaña un pro- 
yecto de ley por el que se designa con el nombre *Cle- 
mente Estable”, la Escuela N* 353 de Manga, departa- 
mento de Montevideo. 

-A LA COMISION DE EDUCACION Y CULTURA. 


La Presidencia de la Asamblea General remite un 
Mensaje del Poder Ejecutivo comunicando la resolu- 
ción adoptada por la que se autoriza la transposición de 
créditos presupuestales, en el presente Ejercicio, entre 
Proyectos de Inversión del Programa 001, del Ministe- 
rio de Transporte y Obras Públicas. 

-TENGASE PRESENTE. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rias notas del Tribunal de Cuentas comunicando las Re- 
soluciones adoptadas en los siguientes expedientes: 


del Banco de Seguros del Estado relacionado con el 
Estado de Ejecución Presupuestal al 31 de diciem- 
bre de 1997; 


de la Administración Nacional de Usinas y Transmi- 
siones Eléctricas (UTE) relacionados con: la ejecu- 
ción del Proyecto de Modernización Energética fi- 
nanciado parcialmente con recursos del Convenio 
de Préstamo BIRF N* 3221-UR; con el Estado de 
Ejecución Presupuestal al 31 de diciembre de 1998 
y con el Estado de Resultados y el Estado de Fuen- 
tes y Usos de Fondos por el período enero - diciem- 
bre de 1998; 


de las Obras Sanitarias del Estado relacionado con 
el Estado de Ejecución Presupuestal del período ene- 
ro - diciembre de 1997; 


de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto corres- 
pondientes a la administración de los recursos de la 
“Línea de Crédito para la preparación de proyectos” 
financiados parcialmente con recursos del Convenio 
BID FPP/006-UR de fecha 3 de abril de 1993; 


correspondientes a la ejecución del Programa de Mo- 
dernización de la Administración Central financiado 
parcialmente con recursos del Convenio de Coope- 
ración Técnica no Reembolsable ATN/MH-4628-UR 
y ATN/MT-4629-UR; 


del Ministerio de Educación y Cultura relacionada 
con la inclusión de créditos pendientes de pago en la 
próxima instancia presupuestal; 


de la Junta Departamental de Durazno relativo a su 
Rendición de Cuentas, Ejercicio 1998; 


del Consejo de Educación Técnico Profesional de la 
ANEP, correspondientes a la ejecución del Progra- 
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ma de Fortalecimiento y la Educación Técnica par- 
cialmente financiado con recursos del Contrato del 
Préstamo BID N* 799/0C-UR; 


de la Administración Nacional de la Educación Pú- 
blica correspondiente a la ejecución del Proyecto de 
Mejoramiento de la Calidad de la Educación Prima- 
ria financiado parcialmente con recursos del Contra- 
to de Préstamo BIRF 3729-UR; 

-TENGANSE PRESENTE. 


La Cámara de Representantes remite nota comuni- 
cando la sanción del proyecto de ley por el que se reali- 
zan modificaciones al sistema de Seguridad Social del 
sector rural. 

-TENGASE PRESENTE Y AGREGUESE A SUS AN- 
TECEDENTES. 


La Junta Departamental de Paysandú remite notas: 
comunicando sus discrepancias con la construcción del 
puente Colonia - Buenos Aires; solicitando la modifica- 
ción del artículo 94 del Código Tributario; solicitando 
la rebaja del Impuesto a la Contribución Inmobiliaria 
Rural. 


La Junta Departamental de Flores remite varias no- 
tas: adjuntando la versión taquigráfica de la exposición 
de la señora Edila María Claudia Sala sobre la necesi- 
dad de aprobar el Código de la Niñez; apoyando los 
planteamientos efectuados por la Junta Departamental 
de Colonia sobre la central nuclear Atucha I de la Re- 
pública Argentina. 


La Junta Departamental de Maldonado remite nota 
adjuntando el planteamiento efectuado por la Edila Cris- 
tina Pérez relacionada con la concesión del servicio de 
saneamiento y agua del departamento. 


La Junta Departamental de Colonia remite nota soli- 
citando se adopten medidas ante la proliferación de la 
cotorra verde. 


La Junta Departamental de Canelones remite varias 
notas adjuntando la exposición del señor Edil Walter 
Arguello sobre la Asamblea Nacional del Pueblo; del 
Edil Renzo Tonon sobre la Proclama efectuada el 19 de 
junio; del Edil Carlos Casala sobre la dependencia, em- 
pobrecimiento y desamparo de la ciudadanía; del señor 
Edil Walter Rellan solicitando la inclusión en el nomen- 
clator de San José de Carrasco del nombre de Germán 
Araújo; y apoyando la iniciativa de la Junta Departa- 
mental de Treinta y Tres promoviendo el otorgamiento 
de pensiones a mujeres con discapacidad física o men- 
tal. 


La Junta Departamental de Durazno remite varias 
notas apoyando los planteamientos de la Junta Departa- 
mental de Río Negro sobre la problemática de los jubi- 
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lados de la construcción y la necesidad de reglamentar 
el Clearing de Informes. 
-TENGANSE PRESENTE. » 


4) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente: ) 


«El señor Senador Ricaldoni solicita licencia por el 
día de la fecha.» 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 4 de agosto de 1999. 

Señor Presidente del Senado 

Licenciado Hugo Fernández Faingold 

PRESENTE 

De mi mayor consideración: por medio de la presen- 
te, solicito a usted se sirva concederme licencia por el 
día de hoy, ya que por razones personales me es absolu- 


tamente imposible asistir a la sesión a celebrarse en la 
fecha. 


Sin otro particular, le saludo muy atentamente, 


Américo Ricaldoni. Senador.» 


-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 


-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una nota de desis- 
timiento llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente: ) 


«El doctor Opertti comunica que, por esta vez, no 
acepta la convocatoria de que ha sido objeto.» 


-En consecuencia, se convoca al suplente respectivo, señor 
Senador Alvario Bentancur, quien ya ha prestado el juramento 
de estilo por lo que, si se encuentra en Antesala, se le invita a 
ingresar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Bentancur) 
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6) FONDO DE INVERSIONES PARA LA COLONIZA- 
CION 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la considera- 
ción del asunto que figura en primer término del orden del día: 
«Continúa la discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se crea el Fondo de Inversiones para la Coloniza- 
ción, el que será administrado por el Instituto Nacional de 
Colonización. (Carp. N* 706/97 - Rep. N* 761/98)». 


(Antecedentes: Ver 34? S.O.) 


-Continúa en uso de la palabra el señor Senador Heber, a 
quien resta un minuto del tiempo reglamentario. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Formulo moción para que se 
prorrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la moción presenta- 
da. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 
-Tiene la palabra el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: es difícil retomar el 
hilo de la disertación sin reiterar dos o tres argumentos. Uno 
de ellos se refiere al Instituto Nacional de Colonización como 
tal. 


Ayer mencionábamos las dificultades que tiene el INC en 
la actualidad, señalando los problemas que viven los colonos 
por el peso que representa, muchas veces, la burocracia del 
propio Instituto. Ella hace que predios que ya han sido otorga- 
dos y comprados por dicho organismo hoy no tengan a los 
colonos ya instalados allí. 


En el día de ayer hablábamos también de la notoria incons- 
titucionalidad de este proyecto de ley, lo que nadie ha puesto 
en duda. A nuestro juicio, no puede ser sancionado en virtud 
de que no tiene Mensaje ni iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Decíamos también, dentro del análisis que se hacía de la 
agropecuaria en su conjunto, que algunos argumentos vertidos 
por el señor Senador Gargano, con lo cuales coincidíamos, son 
de peso. Esto no sólo en el análisis y diagnóstico que siempre 
se realiza sobre la situación de la agropecuaria nacional, sino 
en el concepto de que es factible y necesario generar una con- 
ciencia que busque retener una trama social del sector agrope- 
cuario que se nos está yendo de las manos. Lo hemos dicho 
una y otra vez en este y en otros ámbitos. Dicha trama social 
en gran parte está desapareciendo, la estamos rompiendo y 
expulsando, lo que a nuestro juicio, es preocupante. No es 
culpa del Gobierno -sería fácil buscar culpables en esto y ello 
constituiría un error de apreciación- , sino que ha sido la pro- 
pia historia del país la que ha entendido que el sector agrope- 
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cuario tenía el poder adquisitivo suficiente como para recar- 
garlo tributariamente con un criterio dispar al que se aplica a 
otras actividades en el país. 


Decíamos ayer -y reiteramos hoy- que el bien «tierra» está 
gravado en nuestro país cuatro o cinco veces, y voy a explicar- 
lo. La Contribución Inmobiliaria Rural es un impuesto que 
aplicado en el campo extrae del sector agropecuario, con una 
mora promedio del 20% al 30%, más de U$S 50:000.000. 
Tenemos también el Impuesto al Patrimonio que es tan injusto 
como su formulación, ya que todos saben que éste no se aplica 
sobre la tierra, sino sobre los semovientes, pero estos nacen de 
un cálculo ficto por hectárea. Quiere decir que si mañana un 
productor, a causa de la sequía o las inundaciones pierde los 
semovientes que tenía en su campo, para el Estado ello no es 
así porque no tiene presente la realidad ni la verdad de tenen- 
cia que tiene ese productor. La Dirección General Impositiva 
no va a tener en cuenta que esa persona ha perdido todo en una 
sequía o inundación porque para el Estado ese productor tiene 
un porcentaje que debe pagar, y que surge de un cálculo sobre 
los semovientes que, además, obedece a otra realidad de otros 
precios y otros tiempos. 


Podemos citar un segundo impuesto que grava la tierra. 
Los aportes a la Seguridad Social, señor Presidente, se siguen 
haciendo por hectárea, como si esto tuviera algo que ver con 
los empleados que se tiene. Creo que el Banco de Previsión 
Social tiene que realizar otro estudio que busque mayores equi- 
librios en este aspecto, porque no veo el criterio por el cual 
mañana un comerciante tenga que aportar a la Seguridad So- 
cial por el largo del mostrador que utiliza para atender, ni que 
una industria tenga que hacer lo mismo por el tamaño del 
galpón o de la maquinaria que posee. Pensamos realmente que 
en otro momento y bajo otras circunstancias se estableció esta 
forma de aportación a la Seguridad Social que no guarda una 
relación directa con la realidad de los aportes que efectivamen- 
te se tienen que hacer en función de los trabajadores que tiene 
esa empresa. 


Por lo tanto, tenemos tres impuestos sobre el bien «tierra». 
Quiero recordar -y muchos Legisladores así lo harán- que el 
Impuesto a Primaria que fue derogado, fue absorbido en la tasa 
del impuesto a la venta, es decir el IMEBA. Esta tasa creció en 
función de que se eliminaba el Impuesto a Primaria y se incluía 
dentro del IMEBA, de modo tal que el propio Ministerio de 
Economía y Finanzas iba a vertir a Primaria los porcentajes 
que promedialmente recaudaba del Impuesto a Primaria. Re- 
cuerdo bien esto porque fue parte de la discusión que tuvimos 
en la Comisión, donde el entonces Ministro Gasparri anunció 
que la tasa del IMEBA no iba a pasar del 2% -lo que sería un 
techo- y sin embargo llegó al 2.5%. Esto consta en la versión 
taquigráfica de la Comisión de Presupuesto y uno de los argu- 
mentos que esgrimió el entonces Ministro de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca era la absorción de lo que significó el Impuesto 
a Primaria que pasaba a vertirse directamente por el erario 
público y por Rentas Generales, en función de lo que recauda- 
ba el propio IMEBA. 
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SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Sólo para aclarar una información 
porque observo que no tengo los mismos datos que el señor 
Senador Heber. 


En la anterior Administración se planteó, como modifica- 
ción de la política tributaria, la universalización del Impuesto a 
la Enajenación de Bienes Agropecuarios, es decir el IMEBA, 
que es el impuesto a que se está refiriendo el señor Senador 
Heber. Esa modificación no salió en la Administración pasada 
sino en ésta y este impuesto tenía como finalidad fundamental 
-y aquí hay algunos dirigentes políticos que saben de esto más 
que yo porque fueron Intendentes Municipales- las arcas de los 
municipios, es decir que este tributo se vertía íntegramente a 
las Intendencias. 


En esta Administración se planteó la modificación y la uni- 
versalización del tributo; antes lo pagaban determinadas cate- 
gorías de bienes agropecuarios, pero no todas: por ejemplo, no 
lo pagaba la granja. La modificación tributaria trajo como con- 
secuencia que todos la pagaran, es decir, los productores chi- 
cos, los grandes, los que vendían papas, los que vendían toma- 
tes, vacunos, lana, etcétera, criterio al cual nos opusimos. Lo 
que es más importante es que se les quitó a las intendencias 
limitándoles el ingreso al 1% del 3% que tenían antes, y el 2% 
restante pasó a Rentas Generales, pero no con el criterio de 
sustituir la supresión del Impuesto de Enseñanza Primaria, eso 
se hizo simplemente para sacárselo. Los únicos bienes inmobi- 
liarios que no pagan la contribución a Primaria son los rurales, 
según lo que tengo entendido de acuerdo con lo que hemos 
votado en los respectivos Presupuestos y Rendiciones de Cuen- 
tas. De modo que creo, además, que no existe disposición que 
establezca esto y sí existe la norma a través de la cual el 2% 
que se le sacó a las intendencias es compensado con una 
parte del Impuesto al Gasoil, que se reimplantó en el Presu- 
puesto con nuestro voto contrario y creo que también del 
señor Senador Heber, para ser justos con lo que estamos 
reconstruyendo de lo que es la política tributaria. Se estimaba 
que eran alrededor de U$S 15:000.000 o U$S 17:000.000 y a 
nosotros se nos dijo que si no lo votábamos no se nos iba a dar 
los U$S 4:500.000 para el saneamiento de Montevideo. Si los 
señores Senadores lo recuerdan, nosotros dijimos que no nos 
dieran nada y que no lo íbamos a votar. 


La verdad de la cuestión es que, en la actualidad, las inten- 
dencias del interior tienen que hacer un peregrinaje enloquece- 
dor para tratar de cobrar lo que le debe el Tesoro Central por 
lo que recauda del Impuesto al Gasoil; además debería com- 
pensarles lo que se les quitó antes. 


Perdónenme por esta disquisición lateral con relación al 
tema, pero me parece que es muy útil porque muestra en gran 
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medida lo caótico que es el sistema tributario vigente que pro- 
voca situaciones como la que estamos describiendo, donde de 
pronto pequeños productores pagan más impuestos que algu- 
nos Bancos que, por ejemplo, pagan $ 3.000 al año por el 
Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Heber. 


SEÑOR HEBER.- Gracias, señor Presidente. 


Quizá, tengamos alguna diferencia con el señor Senador 
Gargano en cuanto a qué fue lo que sucedió en la etapa del 
Presupuesto cuando el Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca de aquel entonces, señor Gasparri, planteó la formula- 
ción del IMEBA. En la Administración anterior ya se había 
bajado el 29, es decir, se bajó del 3% al 1% el Impuesto a los 
Semovientes que recaudaban las intendencias municipales. Eso 
generó por parte de la Administración anterior una asistencia a 
las intendencias del orden de los U$S 4:000.000 o U$S 5:000.000. 
Mediante negociaciones que mantuvimos en el propio Ministe- 
rio de Economía y Finanzas el Gobierno anunció que la única 
forma que tenía para financiar correctamente esta asistencia a 
las intendencias, en función de la caída del 3% al 1% del 
Impuesto a los Semovientes, era con un Impuesto al Gasoil, 
que como dice bien el señor Senador Gargano, no lo votó ni el 
Frente Amplio ni el Herrerismo, porque nuestra propuesta era 
ir sacándole impuestos al gasoil y no acrecentarlos. Es más; 
nosotros creemos que la redacción del artículo que establecía 
ese aumento, es de pésima legislación tributaria porque ata el 
recurso con el destino. En aquel entonces fue cuestionado por 
algún señor Senador en cuanto a que era de muy mala legisla- 
ción tributaria atar el impuesto con el destino que en definitiva 
tenía. Me refiero a un artículo concreto del Presupuesto. 


Quiere decir señor Presidente, que ahí cerraron los núme- 
ros en cuanto a la asistencia del Gobierno Central a las inten- 
dencias en función de la caída de recaudación por la baja de la 
tasa de este impuesto del 3% al 1%. 


Por otra parte, se anunció que el Impuesto de Enseñanza 
Primaria se juntaba y hacía crecer la tasa del IMEBA. De esta 
manera lo recuerdo, tan es así que el entonces Ministro Gaspa- 
rri se comprometió con nosotros respecto a que no iba a llevar- 
la al 2% que era el techo. No sé si recuerdan los señores 
Senadores que era una franja que la Administración podía lle- 
var al 2,5%. Resultó que lo llevó al 2,5% porque, de acuerdo 
con lo que nos dijo el ex Ministro Gasparri, era necesario 
cubrir la recaudación que promedialmente en los últimos dos o 
tres años tenía este Impuesto de Enseñanza Primaria y que 
recaudaba directamente la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública. 


Por encima de si esta es la historia verdadera o no -para mí 
lo es y para corroborarlo podemos leer la versión taquigráfica 
de la Comisión de Presupuesto- lo cierto es que el bien tierra 
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en el país está excesivamente gravado, a tal punto que hoy la 
tierra por sí misma no está generando la rentabilidad que supo- 
ne el Estado que el bien tiene. Por otra parte, por la forma en 
que el Estado está tributando sobre la empresa agropecuaria, 
está generando un ahogo a tal punto de que no es socio sino 
una carga para ésta. Creo que este es uno de los grandes pro- 
blemas que en la actualidad posee el sector agropecuario, puesto 
que no tiene rentabilidad. Otra cosa era el Uruguay cuando los 
bienes que producía la industria agropecuaria eran bien pagos 
en el mundo y cuando existía exceso de rentabilidad. Tampoco 
existió ninguna movilización por parte del sector agropecuario 
cuando se gravó por única vez a través del Impuesto al Patri- 
monio. ¿Por qué? Porque había capacidad contributiva, existía 
viabilidad económica y rentabilidad. Si bien a nadie le gusta 
pagar impuestos, había márgenes que, de alguna manera, da- 
ban respiro a la empresa agropecuaria. En la actualidad, cree- 
mos que tenemos que cambiarla porque el mundo no es el 
mismo. Nuestros productores compiten con otros que están del 
otro lado del mundo; estamos compitiendo con subsidios real- 
mente muy importantes que la Comunidad Económica Europea 
está generando a sus niveles de producción. Cuando pregunta- 
mos o cuestionamos a los organismos mundiales de comercio 
por qué la Comunidad Económica Europea subsidia de tal ma- 
nera su propia producción, la explicación es la misma que 
debemos tener presente aquí. Se nos dice que quieren mante- 
ner una trama social en sus países porque es más importante y 
más barato subsidiar al sector agropecuario, para usar los mis- 
mos términos mercantiles que utilizó el señor Senador Garga- 
no. 


Estoy de acuerdo con lo que señala el señor Senador Gar- 
gano en cuanto a que es más barato asistir o exonerar al sector 
agropecuario para que continúe trabajando en los predios pe- 
queños y medianos que tener un problema de disgregación, de 
abandono y de expulsión de esa gente del medio rural a la 
ciudad. 


Creemos que, lamentablemente, el Uruguay no puede gene- 
rar subsidios del orden de los que dan la Comunidad Económi- 
ca Europea y los Estados Unidos, pero debemos empezar a 
generar la conciencia de que el Estado tiene que ser un socio y 
no una carga. No podemos hacer que el productor nacional 
pelee y compita con productores extranjeros cuando tiene que 
pagar al Estado como si fuera no un socio sino alguien que 
tiene una actitud cuasi expropiatoria de lo que, en definitiva, 
obtiene y es su viabilidad como empresa. Ese es el centro de 
los problemas que hoy tenemos. 


La oscilación de los precios es parte de lo que es el mundo 
de hoy. No podemos solucionar el problema de la lana, ni 
cambiar el precio de la carne, ni modificar los precios interna- 
cionales de los cereales, pero sí debemos tomar conciencia 
como Estado de que estamos destruyendo una trama social que 
nos costará muy cara en los próximos años si no la atendemos 
ahora. ¿Cuánto es el resto? No lo sé, señor Presidente, pero sí 
tengo presente que el IMEBA oficia como un castigo y un 
agente de destrucción de la viabilidad, porque no hay que co- 
brar un impuesto a la venta sino a la renta de la empresa. Por 
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eso nuestro Partido, una y otra vez, señala que, vistos los resul- 
tados y la forma en que han operado los distintos subsectores 
de la agropecuaria, ha llegado el momento de ir al rescate de 
las pequeñas y medianas empresas que sostienen gran parte de 
la vida de nuestra campaña. El Estado no debe buscar una 
recaudación fiscal, sino ayudar a viabilizar la empresa. Esto se 
logra únicamente si el Estado cobra cuando el productor gana 
y no cuando pierde. La idea es que sea realmente un socio de 
la producción y que empuje al productor a invertir, y no que 
simplemente haga una expropiación de una recaudación fiscal 
que, de acuerdo con los montos que se manejan, es insignifi- 
cante para la Dirección General Impositiva. 


Según las cifras que nos han dado, por concepto de la leche 
el IMEBA no recauda más allá de U$S 2:500.000. No me 
parece que esto guarde relación con el peso que al productor 
lechero le significa pagar el IMEBA. Además, no es de entidad 
a la hora de tener que cifrar lo que, de alguna manera, cae en 
las arcas del Estado por la recaudación. 


Ninguno de los subsectores de la granja supera los 
U$S 500.000 por rubro. No es un impuesto que cambie los 
números del Gobierno, pero sí cambia los de los pequeños y 
medianos productores. Creemos que ha llegado la hora de ha- 
cer un esfuerzo en esta materia, no solamente por parte del 
propio Estado, sino también de los Gobiernos Municipales. 


Hemos planteado, señor Presidente, que para determinadas 
extensiones de campo, la Contribución Inmobiliaria baje un 
50% de su valor actual. Eso es factible, porque ese dinero los 
Municipios hoy no lo están recaudando, ya que existe una 
mora promedio de recaudación del sector agropecuario de más 
del 40%. Los morosos son esencialmente aquellos que no tie- 
nen actualmente viabilidad económica, es decir, los pequeños 
y medianos productores. 


Al hablar de este proyecto y de la crisis del sector agrope- 
cuario, las cifras que se manejan son muy importantes, por lo 
que se podría dar un alivio a dicho sector. De esa manera, 
estaríamos haciendo la mayor acción colonizadora, no a través 
del Instituto Nacional de Colonización, sino dando a la agro- 
pecuaria en general un alivio al reducir los impuestos. 


Los U$S 30:000.000 que se mencionan constituyen un monto 
importante, pero para los productores sería un alivio esencial. 
No sé si actualmente tendríamos la capacidad de llegar a estos 
guarismos, pero de ser así lo haríamos tratando de beneficiar al 
conjunto de la agropecuaria y no intentando que el Instituto 
Nacional de Colonización forme nuevos colonos. Estaríamos 
haciendo la mayor política colonizadora si, a los pequeños y 
medianos productores, le redujéramos los impuestos que ac- 
tualmente pagan. Eso sería lo más grande que podríamos ha- 
cer. Por eso nos oponemos a este proyecto que implica un 
endeudamiento para otorgar rubros al Instituto Nacional de 
Colonización. El señor Ministro Interino de Economía y Fi- 
nanzas, contador Moreira, dijo en una Comisión que no tenía- 
mos esa capacidad de endeudamiento. Señaló que hemos pasa- 
do los topes. Se podrá discrepar o no con los argumentos es- 
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grimidos y quizás para algunos señores Senadores sean de re- 
cibo, pero, concretamente, el Poder Ejecutivo sostuvo en la 
Comisión que la Ley N* 16.484 que autorizó al Poder Ejecuti- 
vo a emitir y mantener en circulación Letras y Bonos del Teso- 
ro con topes cruzados, fijó un tope de U$S 2.300:000.000, de 
los cuales corresponden U$S 1.200:000.000 a Bonos y 
U$S 1.100:000.000 a Letras, que representan un 16,7% del 
Producto Bruto Interno de 1993. La autorización de la evasión 
de estos topes de endeudamiento, que se aprobó este año, ele- 
vó el tope existente en alrededor de U$S 300:000.000, que 
acumulados al stock que había en ese momento y ya actualiza- 
dos, arrojan un total de U$S 3.100:000.000. El señor Ministro 
expresó posteriormente, en forma más técnica, que hemos lle- 
gado al tope de las posibilidades que otorga la Ley N* 16.484 
en cuanto a tener márgenes de endeudamiento. Por lo tanto, no 
creo que se pueda avanzar por este lado. 


Sin embargo, creo que sí es factible recaudar 
U$S 30:000.000 que no provengan de un endeudamiento. Tam- 
bién me parece factible hacer un ajuste en los gastos del Esta- 
do para generar esta cifra, que no es importante en el volumen 
de gastos que tiene el Estado. 


Para terminar, me parece importante señalar otro argumen- 
to del señor Ministro. Dijo que hay que considerar que la 
globalización de los mercados trae más competencia por el 
ahorro nacional y todo ello dificulta la colocación de los Títu- 
los del Gobierno. Ese argumento debemos tenerlo presente. 


Sumado a esto, dada una emisión de títulos adicional en el 
mercado, de acuerdo con el financiamiento que requiere el 
Gobierno, presionaría los precios hacia abajo y traería apareja- 
da una suba de la tasa de interés. Estos son argumentos que 
nos son de recibo en cuanto al fondo del asunto. 


Por todo ello, pensamos que hay una crisis agropecuaria 
importante que no la vamos a resolver únicamente con este 
proyecto de ley. En el fondo, lo que anima a buscar un proyec- 
to de ley que rescate una trama social en el sector agropecua- 
rio, es bienvenido. 


Por último, termino diciendo algo que me parece importan- 
te y que ya se mencionó. Es de recibo también lo que manifes- 
tó el señor Senador Gargano sobre el nivel salarial que existe 
en el campo. Es verdad; se gasta y se paga muy poco, más aún 
cuando en estas empresas agropecuarias no hay rentabilidad. 
Si nosotros generáramos la rentabilidad y el Estado no expro- 
piara dinero a las empresas agropecuarias, se debería obtener 
una recuperación y un aumento salarial de los peones rurales, 
de forma de hacer más viable la vida en el interior del país. 
Pero una cosa está atada con la otra; la rentabilidad tiene que 
ser firme y estar consolidada, de modo tal que se pueda pagar 
mejor al trabajador rural. 


Hoy, por suerte, en la agropecuaria se está dando mucho 
más la asociación del capital y el trabajo, aspecto que es bien- 
venido y que tenemos que alentar. El trabajador rural no sólo 
percibe un salario, sino que está directamente relacionado con 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-407 


la viabilidad y las ganancias de la propia empresa. Existen 
distintas formas de entendimiento entre el trabajador y el em- 
presario agropecuario, ya que su relación no sólo pasa por el 
nivel salarial, sino también por las ganancias de la empresa. Es 
obvio que si no hay ganancias, será muy bajo el salario y si no 
se tiene viabilidad como empresa, los salarios no van a tener 
posibilidad de crecer. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para hacer una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Este tema es importante, porque nos 
va a ayudar a preparar en forma racional la interpretación que 
tenemos que hacer de lo que habrá que cambiar en los años 
próximos. 


En mi partido hay ciudadanos muy competentes en materia 
económica y financiera, pero quiero decir que no comparto la 
afirmación del contador Moreira de que una emisión sustituti- 
va de Bonos en circulación -eso fue lo que se planteó en la 
discusión- por U$S 30:000.000, provocaría un crecimiento de 
la tasa de interés que habría que pagar por el conjunto de la 
deuda, lo que pondría en peligro la estabilidad fiscal del país. 
Fue en ese momento que le pregunté a cuánto ascendía esa 
deuda, a lo que el contador Moreira me contestó proporcionan- 
do los datos que aparecen todos los meses en el boletín que 
nos manda el Banco Central. 


Entre los Bonos del Tesoro y las Letras de Tesorería que 
están en circulación tendríamos U$S 3.300:000.000. A ello 
agrego -este es también otro aspecto que vamos a tener que 
discutir en su oportunidad- que hay una manera de describir la 
situación financiera o el estado de las cuentas, que a los que no 
somos expertos nos hace entrar en un laberinto muy grande. 
Hay otro tipo de endeudamiento, también en Bonos -llamado 
endeudamiento interno- de U$S 1.200:000.000 más. Por eso 
yo sumaba y las cuentas no me cerraban; me faltaba plata. 


Confieso que no me parece que estos datos habiliten a de- 
cir que una emisión con este objetivo pudiera provocar un alza 
en las tasas, principalmente, por el volumen de la deuda y por 
lo pequeña que sería la emisión anual. Por otro lado, esto no 
apunta a pagar gastos del Estado, sino a invertir para producir, 
para generar mercancías que entran en el circuito comercial e 
industrial, que a su vez pagan impuestos. Además, no es plata 
que se regala, sino que se presta para que se devuelva. 


Admito que desde el punto de vista técnico pueda discutir- 
se que el proyecto de ley tenga viabilidad si no cuenta con el 
apoyo del Poder Ejecutivo. Esto lo expresé en el informe; 
necesitamos que el Poder Ejecutivo manifieste una voluntad en 
esta dirección. Me parece que en la situación actual del país, 
una actitud de esta naturaleza y una buena administración de 
estos recursos -porque no se van a volcar U$S 30:000.000 al 
mercado, de golpe; ningún administrador puede hacer algo de 
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este tipo- pueden dar un alivio importante a mucha gente den- 
tro del medio rural, especialmente, la que tiene problemas de 
rentabilidad. 


En mi escritorio tengo un pegotín que me dieron en Colo- 
nia que dice: «Rentabilidad o muerte», pero no me parece que 
este sea el caso; si lo fuera, habría muerto mucha gente. Mu- 
chos van a morir como productores, pero no como seres huma- 
nos, si no hay una solución al problema de la rentabilidad. 
Digo esto porque me parece que no está bien -lo expresé re- 
cién en un medio de comunicación y lo repito acá- que se 
juzgue a los que están sosteniendo la tesis de que deben luchar 
por recuperar la rentabilidad hasta determinados niveles, según 
el tamaño de su vientre. Hay algunos jerarcas del Gobierno 
que han tenido el mal gusto de descalificar a la gente porque es 
gorda; me parece una enormidad. Esto no es historia, ya que 
está publicado en la prensa del día de hoy. 


SEÑOR BERGSTEIN-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: las minuciosas 
exposiciones, tanto del Miembro Informante por la mayoría 
como la del Miembro Informante por la minoría, en buena 
medida, han abarcado todas las facetas que puede tener este 
tema. Á nadie se le escapa que el éxodo rural, en un país como 
el nuestro, es un hecho en sí mismo negativo e importante. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Wilson Sanabria) 


-El Instituto Nacional de Estadística informa que desde 1975 
la población rural se redujo aproximadamente a la mitad y no 
hay duda de que hay que crear en el campo condiciones de 
vida razonables y confortables. Hay que hacer llegar las mani- 
festaciones básicas del progreso a todos los rincones del país 
para evitar que muchos de quienes integran ese éxodo, que no 
encontraron el necesario bienestar en sus lugares de origen, no 
terminen apretujados en viviendas precarias y -como se ha 
descrito recientemente- en un entorno social poco apto para 
una vida familiar normal. 


Este es un tema en el cual todos estamos de acuerdo y no 
dudamos de que detrás de este proyecto de ley existe una 
intención muy loable, por un lado, por lo que aquí ya se ha 
dicho en cuanto a que este es un proyecto de ley que requiere 
iniciativa del Poder Ejecutivo, lo cual nos inhabilita a aprobar- 
lo, además de que necesita una mayoría absoluta en ambas 
Cámaras para su aprobación y, por otro lado, aun cuando no 
mediara esa disposición constitucional, nos parece que este 
proyecto es inconveniente, por lo que vamos a expresar. 


Hacer una emisión de U$S 30:000.000 anuales de Títulos 
de Deuda Pública por el lapso de diez años -o sea de 
U$S 300:000.000- no es un tema menor. Aun si lo compara- 


mos con las cifras globales de endeudamiento estimado -según 
dice el informe de la mayoría- en U$S 3.100:000.000, los 
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U$S 300:000.000, a lo largo de diez años, significan casi el 
10% del total del endeudamiento. Además, significaría emitir 
una deuda muy voluminosa con total independencia de las con- 
diciones del mercado. Aunque el mercado no la puede absor- 
ber, el proyecto de ley especifica el trimestre anual dentro del 
cual se debe hacer esa emisión, que tendrá lugar entre el 1” de 
marzo y el 31 de mayo de cada año, cuando es bien sabido que 
cada vez que se emite, por ejemplo, una serie de Bonos del 
Tesoro, la autoridad emisora hace un análisis de un sinfín de 
imponderables, como son las condiciones de mercado, otros 
instrumentos financieros que se ponen en circulación y que 
pueden generar una competencia, un estudio comparativo de 
tasas y las series de Bonos que pueden estar para vencer y, a lo 
mejor, con nuevas emisiones, se puede retener a aquellos in- 
versionistas que han invertido en las series anteriores. 


Nos da la impresión de que este proyecto de ley no le ha 
dado trascendencia a todo esto y ha tenido en vista el propósi- 
to que nos parece loable sin mirar los efectos colaterales que 
ello podría aparejar. Pero aun si este problema se pudiera solu- 
cionar adecuadamente, en el proyecto de ley se establecen las 
pautas según las cuales se va a invertir el dinero producto de la 
colocación de esas grandes emisiones y en el supuesto de que 
se coloquen a la par. En la iniciativa se dice que un 70% será 
destinado a la adquisición de tierras y el fondo restante a crédi- 
tos para los colonos instalados o a instalarse. Y esto nos lleva 
al fondo del tema. Pero al cabo de cincuenta años de la Ley de 
creación del Instituto Nacional de Colonización, al cabo de 
que tantas cosas han cambiado en el mundo y en el país, en un 
agro absolutamente distinto de lo que fue hace cincuenta años, 
cualquiera sean los parámetros que se tomen para evaluarlo, 
quizás hoy la solución de las condiciones de vida del campo 
no pasen por dicho Instituto, tal como está estructurado. 


Ya se subrayaron aspectos de arrendamientos y de otras 
particularidades del funcionamiento del Instituto Nacional de 
Colonización. Pero nosotros creemos que habrá que hacer un 
examen global y en profundidad de toda la filosofía a la cual 
responde el Instituto Nacional de Colonización y de la filoso- 
fía del bienestar del cual debemos dotar al agro. Mientras tan- 
to, no se puede decir que el Gobierno haya estado de brazos 
cruzados esperando por ese gran debate nacional. Nos parece 
que sería injusto politizar un tema tan delicado, porque nadie 
nos puede negar que en el campo se han hecho extraordinarios 
progresos en materias tales como electrificación rural y siste- 
mas de comunicación. Por ejemplo, tengo aquí a la vista una 
noticia de hace muy pocos días acerca de un contrato de arren- 
damiento con opción de compra, financiado mediante un «lea- 
sing», entre el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y el 
Banco de la República Oriental del Uruguay, para la adquisi- 
ción de 146 equipos viales, compuestos por compactadoras, 
motoniveladoras, palas cargadoras, «bulldozers» y camiones, 
por un monto cercano a los U$S 10:000.000 para asegurar el 
mantenimiento de 9.000 kilómetros de caminería rural. Cree- 
mos que los sistemas de comunicación tienen que ver con el 
confort esencial de la vida rural. 
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Tenemos a la vista también acuerdos que tienen que ver 
con acciones del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
Por ejemplo, el 6 de abril finalizó una convocatoria para reci- 
bir asistencia del Ministerio para incorporar tecnologías que 
mejoren el desempeño productivo en el marco de la financia- 
ción del Programa de Reconversión de la Granja y del Progra- 
ma de Validación de Alternativas. Bajo esa modalidad están en 
ejecución dieciocho proyectos. También está funcionando un 
Programa de Reconversión de Variedades de Hoja Caduca del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, con un estímulo 
directo a la implantación de frutales por un subsidio equivalen- 
te al 25% del costo ficto de plantación. Comenzó a definirse 
un aporte no reembolsable para ciento veinte hortifruticultores 
que otorgará el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
por compensaciones frente a pérdidas provocadas por fenóme- 
nos climáticos. Seguramente, hay integrantes de este Cuerpo 
que podrán hablar con más calificación que nosotros sobre 
todos estos temas. Asimismo, se está en vías de erradicar para 
siempre -lo anunció el señor Presidente de la República hace 
poco tiempo- los rancheríos rurales. 


Me siento en la obligación de cansar al Cuerpo con estas 
menciones porque son aspectos que tienen que ver con el fon- 
do del asunto, que consiste en crear condiciones de bienestar 
para la vida en el campo. 


El viernes pasado asistimos, en el Edificio Libertad, junto 
con otros señores Legisladores, al acto de firma del convenio 
con el Banco Interamericano de Desarrollo, por el cual se des- 
tinan U$S 110:000.000 a los barrios marginados en una pro- 
porción de dos tercios financiados por el BID y un tercio por 
el Gobierno nacional, para atender una cantidad de proyectos 
tendientes a dotar de electricidad, saneamiento, pavimento y 
viviendas a barrios de emergencia en varios departamentos del 
interior y, dicho sea de paso -no es un dato menor- también en 
el departamento de Montevideo. 


Nosotros creemos que la política que en este campo desa- 
rrolla el Gobierno nacional, en distintos grados de participa- 
ción de algunas Intendencias Municipales, es apropiada y to- 
davía no es suficiente. Pero si queremos políticas suficientes, 
tenemos necesariamente que ir a una visión global del tema. 


Mientras tanto no podemos seguir adelante con un proyecto 
que tal como está planteado, adolece de un vicio de inconstitu- 
cionalidad sobre el cual todos los integrantes de este Cuerpo 
estamos de acuerdo y, además, tampoco podemos, sin un estu- 
dio minucioso, largar a la plaza emisiones de U$S 30:000.000 
durante 10 años y, para colmo, fijando la fecha con abstrac- 
ción total de todo tipo de condiciones de mercado que permi- 
tan que estas emisiones se realicen en las circunstancias más 
propicias. A su vez, esto no lo podemos aplicar a una estructu- 
ra como la del Instituto Nacional de Colonización, sobre la 
cual no queremos abrir juicio contundente pero al cabo del 
medio siglo y luego de una experiencia que no ha sido la más 
estimulante -por decirlo de alguna manera- no parece ser el 
continente más apropiado para recibir una masa de dinero en 
aras de un tipo de solución como es el sistema de colonización 
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previsto en la Ley Orgánica del Instituto Nacional de Coloni- 
zación, que es muy incierto si se adapta a las necesidades 
actuales del agro y del país. 


Por estas razones, señor Presidente, nosotros vamos a votar 
en contra de este proyecto. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Presidente del Senado, licenciado Hugo Fer- 
nández Faingold. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD.- Mi intervención será 
muy breve y simplemente me limitaré a explicar por qué voy a 
votar en contra este proyecto. Lo haré por tres conjuntos de 
razones sobre las cuales me eximo de abundar en detalles puesto 
que ya han sido mencionadas casi en su totalidad en exposicio- 
nes anteriores. 


En primer lugar, no tengo dudas que no podemos votar 
favorablemente este proyecto por cuanto no tiene la iniciativa 
que requiere y ello invalida totalmente la posibilidad de que 
apoyemos, al menos en su estado actual, por razones estricta- 
mente constitucionales sobre las cuales ya se ha hablado y por 
lo tanto no abundaré. 


En segundo término, no votaré este proyecto por la forma e 
instrumentos que se proponen para financiarlo. En tal sentido, 
no creo que sean convenientes y pienso que tienen efectos 
negativos para el conjunto de la economía. No me propongo 
medir el impacto y los efectos sobre las tasas de interés o la 
evolución de la deuda, pero entiendo, sinceramente, que se ha 
buscado una forma de financiamiento que no es la más adecua- 
da ni la más práctica, y que el país no puede abordarla de 
manera aislada, sin examinar el conjunto de financiamientos de 
sus esfuerzos en apoyo al desarrollo de distintos sectores y sin 
estudiar el conjunto de la deuda, su perfil y la forma en que se 
presenta. 


En tercer lugar, no votaré este proyecto porque una vez 
más estaríamos abordando el tema de fondo en relación con el 
sector agropecuario y en particular con temas vinculados a la 
tierra y al Instituto Nacional de Colonización, haciendo caso 
omiso de algunos que me parece conveniente recordar, no con 
ánimo polémico sino para explicar un voto negativo. El doctor 
Silvio Angúila, quien en sa momento presidió el Instituto Na- 
cional de Colonización me relató el tipo de discusión que tuvo 
el país y este Parlamento cuando se votó la Ley de Coloniza- 
ción. Me relató la doctrina que en ese momento César Mayo 
Gutiérrez desarrolló en relación con la necesidad que tenía el 
Uruguay de organizar un instituto con la finalidad de contar 
con una política de tierras y de una serie de instrumentos y 
programas que permitiesen hacer efectiva dicha política por la 
vía de la colonización, dentro de un modelo asociado, desde 
sus inicios, a la organización del propio instituto. Cabe desta- 
car que no se trató de un debate menor; en su momento fue tan 
profundo que, en definitiva, cuando estaban los votos para 
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crear el Instituto Nacional de Colonización, un eminente diri- 
gente de un partido que no apoyaba ese proyecto, en los pasi- 
llos de este recinto dijo: «No se preocupen; que se vote el 
instituto y jamás le vamos a dar presupuesto». Esto fue así 
durante todos los gobiernos desde el momento en que se aprueba 
la ley hasta el día de hoy. Al Estado uruguayo, en cualquiera 
de sus versiones y variantes, jamás le interesó dotar de recur- 
sos suficientes al Instituto Nacional de Colonización, en parte 
porque el debate doctrinario sobre la política de tierras y la 
forma institucional no se agotó con la aprobación de la ley 
simplemente porque había votos, sino que se prolongó a lo 
largo de los años hasta que se olvidó esa discusión pero per- 
maneció la costumbre de que no valía la pena dotarlo de recur- 
sos. En los últimos Períodos esto se debió a la desconfianza 
acerca de la capacidad real del Instituto para formular y llevar 
adelante una política de tierras. Confieso que en lo personal, 
esta situación me duele. No me quiero alinear en el debate 
sobre la política de tierras en los términos en que tradicional- 
mente se dio. Esto sucede en forma recurrente y nunca condujo 
a nada. Insisto, me duele porque me encuentro entre los que 
estamos totalmente convencidos de que este país no sólo nece- 
sita una política de tierras sino que además posee recursos 
suficientes como para, mediante una política inteligente de tie- 
rras, cambiar en forma sustancial los equilibrios regionales en 
materia de inversión, sobre todo en el sector agropecuario. 
Reitero, con instrumentos inteligentes se podrían estimular pa- 
trones de reasentamientos productivos diferentes a los que tie- 
ne el país en este momento, creando polos de desarrollo de 
base agropecuaria en la medida que tenga una política de tie- 
rras y maneje mecanismos inteligentes con o sin el Instituto 
Nacional de Colonización. Sobre dicho organismo, como en la 
vieja fábula del rey que ha estado caminando por las calles del 
pueblo diciendo que está vestido con ropas que sólo ven aque- 
llos ciudadanos que son inteligentes y sabios, tengo la impre- 
sión que está desnudo y que hace por lo menos treinta años en 
el país evitamos decirnos cosas en relación con el Instituto 
Nacional de Colonización que algún día vamos a tener que 
expresar si creemos que el Uruguay debe contar con una políti- 
ca de tierras y una estructura institucional para imaginarla y 
administrarla, sea o no dicho Instituto. 


Si bien todos nosotros conocemos y reconocemos la exis- 
tencia de colonias que han funcionado bastante bien y han sido 
la base de la prosperidad y felicidad de muchas familias uru- 
guayas, tenemos que coincidir con que se trata de las colonias 
con una dotación de activos adecuada, con una infraestructura 
razonable, que han tenido acceso a asistencia técnica, que es- 
tán en zonas del país donde espontáneamente se difunde tecno- 
logía y, de alguna manera, comparten con esa zona una prospe- 
ridad de carácter general y repito, cuando la dotación de tierras 
es adecuada y su estructura y el crédito también lo es. De todas 
formas, éstas han sido las excepciones. Estamos acostumbra- 
dos a ver regados en el país una cantidad de esfuerzos de 
colonización de los cuales ayer se nos relataba un caso extre- 
mo que ni siquiera empezó; se compró la tierra y después se 
descubrió que no había dinero para realizar la inversión de 
infraestructura mínima. Sin embargo, más acá de ese caso ex- 
tremo hay otros donde, en definitiva, las colonias establecidas, 
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por defectos en la dotación de tierras, de infraestructura o de 
crédito, han significado la prolongación de la miseria de quie- 
nes allí se asentaron; no han podido levantar cabeza ni asociar- 
se, en muchos casos porque la dotación de tierras era insufi- 
ciente, en otros porque no hubo dinero para ayudarlos en lo 
que tiene que ver con la infraestructura, en otros porque el 
crédito no fue adecuado, en otros porque la zona en general 
tiene problemas de inserción productiva y en otros porque re- 
glamentos absurdos les impedían ingresar en determinado tipo 
de producciones. En síntesis, ha sido el tipo de manejo pater- 
nalista absurdo el que no ha permitido que progresara. Todos 
también conocemos una cantidad de casos donde el carácter de 
colono es algo que se obtuvo en función de amistades y otros 
en la que dicho carácter es una ficción. 


El colono no es un señor que no vive en su predio de tierra 
o que lo hace circunstancialmente, a veces en época de vaca- 
ciones, o que acude a formas prohibidas por la ley para que la 
tierra no permanezca improductiva, y que, en definitiva, tiene 
en ella un interés marginal. 


Por supuesto, que en esto reconozco una dificultad, un pro- 
blema, si se quiere un pecado de muchos años, pero ignorarlo 
en el día de hoy sería taparse los ojos en forma artificial. 


Entonces, más allá de las lucubraciones de carácter general 
que aquí se han formulado sobre el sector agropecuario y la 
importancia que tendría una inyección de recursos que permita 
cambiar patrones de asentamiento rural por la vía de un refuer- 
zo de la actividad colonizadora, siento -lo digo con toda fran- 
queza- que el planteamiento debe ser otro. Tal vez el país se 
merezca ese debate inconcluso en cuanto a la forma en que va 
a habilitar con recursos a todos aquellos ciudadanos que ten- 
gan una vocación por trabajar la tierra ellos mismos, como 
empresa. Es probable que tengamos que revisar si aquella vieja 
idea de crear el Instituto Nacional de Colonización que consa- 
gra una determinada visión doctrinaria sobre la política de tie- 
rras y la forma de colonizarlas, todavía está vigente; tal vez sea 
un debate perimido pero, sin duda, habría que sustituirlo por 
otro. No creo que la colonización, como está encarada en el 
Uruguay, sea una manera idónea de explotar nuestros recursos, 
de resolver el problema de la gente que quiere tierra o de tener 
prosperidad en el campo. 


No estoy seguro de que la filosofía y la concepción de la 
colonización sean adecuadas para un momento de la historia 
de la tecnología aplicada a la agricultura en el cual surgen 
nuevas demandas en materia de extensión, de forma de gestión 
de la unidad de producción, de complementación productiva, 
de explotaciones agrosilvo pastoriles, como nuevos sistemas 
de producción. 


Entonces, señor Presidente, agradezco -porque realmente 
lo disfruté- la oportunidad de haber tenido este debate al final 
de esta Legislatura; también agradezco la honestidad de quie- 
nes han dicho que reconocen las dificultades que tiene esto, 
más allá de los problemas que podría ocasionar un tránsito 
razonable en la Cámara de Representantes. Creo que todos 
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sentimos un poco que esta es una reflexión común que a todos 
nos quedó pendiente. 


Digo, con toda franqueza, que tengo un sentimiento contra- 
dictorio. No voy a apoyar este proyecto de ley por los tres 
conjuntos de razones que indiqué. Pero también siento que no 
convendría continuar este debate, aunque le destináramos -no 
saqué las cuentas- seis o siete sesiones, porque creo que esta 
iniciativa no tiene destino legislativo en esta Legislatura. Pro- 
bablemente, entonces, lo mejor sería dejarlo comprometido y 
pendiente. En lo personal, no pretendo rehuirlo; al contrario, 
porque considero que hay muchas cosas nuevas y diferentes 
para aportar en torno al tema. 


Hablo de sentimiento contradictorio porque, por un lado, 
siento que sería muy interesante continuar con esto, y al mismo 
tiempo siento que hay algunos proyectos de ley que conven- 
dría considerar en las pocas sesiones que nos quedan. Con esto 
no estoy diciendo nada al Cuerpo, ni tratando de afectar de 
ninguna forma la discusión. 


Era cuanto quería decir. 
SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Señor Presidente: muy breve- 
mente, y a modo de fundamento anticipado de voto, quiero 
decir que la primera cosa que todos tenemos clara es que, en 
función de lo dispuesto por el numeral 6” del artículo 85, esto 
no se puede votar. 


Por otro lado, debo señalar que no parecería hoy que la 
mecánica diseñada para la economía agropecuaria de los años 
cincuenta -más allá de que hubiera sido válida o no- sea el 
problema de hoy. 


En consecuencia no creo que el factor tierra sea el elemen- 
to sustantivo en la actualidad, por lo menos encarado desde el 
punto de vista de dar tierra a quien no la tiene. 


Hemos escuchado a gente que conoce bastante más que 
nosotros sobre el tema, y nos parece que el centro de la cues- 
tión no es el impositivo. El campo aporta un 10% por vía de 
impuestos, del cual 3.5% se destina a las intendencias y alrede- 
dor de un 7% al Gobierno Central, el que devuelve por im- 
puestos un 3.5%, con lo cual la presión neta de éste se ubica en 
el entorno de 3.5%. 


Entonces, cuando estamos en un momento en el que los 
precios de muchos de los sectores han tenido caídas del 30%, 
surge bastante claro que tampoco el tema pasa por los impues- 
tos. El economista Luis Romero me decía que los australianos 
dividieron el agro entre el agro moderno y el agro vocacional. 
El objetivo de éste no es obtener una renta, sino que está 
dentro del sector por vocación, y se le ha dicho que no pague 
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más impuestos. Quiere decir que tampoco esta sería la solu- 
ción. 


Recientemente aprobamos bajar a la mitad el aporte al Banco 
de Previsión Social de los pequeños productores, definiéndo- 
se como tales a quienes tienen no más de dos dependientes y 
no más de cien hectáreas. La cifra mensual que tributaban era 
$ 295, que ahora ha pasado a $ 149. Está claro que con esa 
diferencia no vive una familia, y mucho menos invierte o pasa 
la rentabilidad de un establecimiento, más allá de que fuimos 
firmes propulsores de que eso se hiciera. Lo hicimos más por 
un gesto que por sentir que por ahí se solucionaba el problema. 


Decíamos que hemos escuchado a gente informada, como 
el señor Previ y a la OPYPA. Entendemos que esto no pasa 
por un cambio radical del sistema tributario, en donde hoy 
todo es prácticamente reliquidable por renta. El planteo de que 
el agro tribute por renta real, como lo dijo el señor Previ -lo 
menciono, aunque no es de mi partido; se trata de una persona 
prestigiosa y notoriamente perteneciente a otro partido- en un 
programa de televisión, ya se aplica, puesto que el impuesto a 
la venta de los bienes agropecuarios es reliquidable por IRA. 
Hemos eliminado el Impuesto al Patrimonio sobre la tierra. 
Entonces, salvo en lo que refiere a contribución constitucional 
a las Intendencias, casi todo es reliquidable de este modo. 


Seguramente hay muchas cosas para hacer y yo siento que 
hoy el tema de la tierra pasa, tal vez, por alguna cosa que se ha 
hecho, por ejemplo, en España hace un tiempo atrás, bajo un 
gobierno al que muy poco afecto le podemos tener, pero que 
en definitiva significó el reparcelamiento para buscar un redi- 
mensionamiento. Hay estrategias que ya se utilizan como los 
campos de recría y otras referidas a los suelos pobres en mate- 
ria de «lotus rincón» y de otras especies. Por allí tenemos al 
INIA con doscientas especies en experimentación. Quiere de- 
cir, repito, que hay muchas estrategias posibles. 


Quiero dejar constancia, señor Presidente, que para noso- 
tros es una absoluta prioridad buscar los caminos para aten- 
der el centro de la cuestión, que es facilitar, posibilitar la 
rentabilidad del agro moderno -para usar la palabra, la divi- 
sión de los australianos que puede ser tan válida como otras- 
y para retener en el medio rural al agro vocacional, para que 
no venga a engrosar los cinturones de la ciudad. No parece 
que este sea el mecanismo. El mecanismo normal es diseñar 
un proyecto y luego buscarle la financiación, y no referirse a 
un instituto, dándole fondos que no existen. Esto es así aun- 
que puedan existir fondos y que, por ejemplo, la ciudad de 
Montevideo destine un 8% de su presupuesto para esto, invir- 
tiendo U$S 30:000.000. Lo normal es tener, primero, un pro- 
yecto claro, en donde el Instituto Nacional de Colonización 
podrá ser una de las tantas unidades ejecutoras de la docena y 
media que sólo el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca tiene, en donde también se percibe un exceso que a veces 
colide con una buena coordinación. 


Entonces, es evidente que hay muchas cosas para hacer. 
Por ello, queremos dejar constancia de que el agropecuario nos 
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parece un tema central; tenemos positivas propuestas de polí- 
ticas activas, no meramente pasivas o relegadas al mercado, 
donde eventualmente habrá que reconsiderar el papel que 
desempeña el Instituto Nacional de Colonización. Habrá que 
procurar que éste tenga una participación activa junto a otros 
organismos, pero no nos parece que esta sea la vía ni el mo- 
mento para ello. 


En consecuencia, esperamos que no se interprete nuestro 
voto negativo como una falta de interés; al contrario, queremos 
ir mucho más lejos, porque no nos parece que esta sea la forma 
de resolver los problemas que se nos han planteado. Hoy día, 
el grito en el campo es la rentabilidad y poco haríamos con 
minifundios o pequeñas extensiones de tierra por las que haya 
que pagar una cuota, cuando todavía no hemos encontrado una 
solución al problema central, que es la rentabilidad de muchos 
de estos sectores. 


Era lo que queríamos decir como fundamento de voto. 
SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el Miembro Informante, señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.-- En primer lugar, respeto la vocación 
de trabajo de la gente y el derecho a estudiar y a hablar de lo 
que se sabe y no de lo que no se conoce. Por lo tanto, no 
admito que se diga que estamos hablando de lo que no sabe- 
mos; me parece que es un preconcepto, quizás producto de una 
actitud intelectual de quienes no comparten nuestras opiniones 
políticas. Entonces, en principio, como dije, respeto las opinio- 
nes de mis colegas y creo que todos hacemos lo posible por 
aprender y tratar de expresar las cosas de la mejor manera 
posible. 


A mi criterio, no corremos ningún peligro aprobando este 
proyecto de ley, ya que fue elaborado por los técnicos más 
competentes del Banco Central del Uruguay hace diez años. 
En la actualidad no ejercen su cargo, porque están jubilados 
desde hace bastante tiempo y se trata de los expertos en políti- 
ca monetaria de dicha institución -algunos de los Gerentes más 
importantes- a quienes pedí asesoramiento en este tema. 


En segundo término, nadie aquí ha afirmado que el dotar 
de recursos al Instituto Nacional de Colonización deba hacerse 
«a la marchanta» para que los utilice «como se le antoje». 
Parecería que esto es lo que se quiere expresar mediante las 
palabras vertidas. Sin embargo, en la propia exposición de 
motivos se dice que existen estudios que datan de hace más de 
diez años -es decir, desde el primer Gobierno del doctor San- 
guinetti, pasando por el del doctor Lacalle y por el de la coali- 
ción- que aseguran que hay 1.800 productores lecheros invia- 
bles por cuestiones de dimensión. Esto se lo he oído decir al 
Director de DICOSE y al Presidente de la Junta Nacional de la 
Leche, entre otros y que eso se puede resolver redimensionan- 
do los predios y otorgando recursos para dar créditos que per- 
mitan que esa gente que tiene la tecnología adecuada y que 
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sabe hacerlo -eso se llama paquete tecnológico- pueda acceder 
a esos préstamos, susceptibles de ser pagados, mediante los 
cuales los productores lecheros -como quien nos está presi- 
diendo en este momento- puedan encontrar una salida a sus 
problemas. Me estoy refiriendo a un área que no es menor en 
el país: a la lechería, que crece a un ritmo del 6% y que es una 
de las principales fuentes de riqueza del Uruguay. De modo 
que no estamos hablando «a la marchanta»; no estamos que- 
riendo tirar plata en el campo para sembrarla, para que los 
productores compren cualquier cosa. No se trata de eso. Cabe 
señalar que la Federación Rural y la Asociación Rural nunca 
han sido santos de nuestra devoción ni nosotros de ellos y en 
esto debemos ser claros, porque en oportunidad de producirse 
el golpe de Estado, fueron los primeros en felicitar a los dicta- 
dores. Digo esto al pasar porque tengo memoria, un instrumen- 
to muy importante. Y no tengo problemas en reconocer que 
ahora ellos sostienen que, por ejemplo, hay que tener en cuenta 
que para que la producción de carnes en el basalto sea eficien- 
te en nuestro país debe tener determinadas dimensiones y que, 
además, debe ser auxiliada con créditos blandos durante algún 
tiempo a fin de alcanzar el nivel de auto sostenimiento necesa- 
rio. Ello significa utilizar recursos que los puede proporcionar 
el Instituto Nacional de Colonización, pero no repartiendo tie- 
rra, sino otorgando créditos o, si los señores Senadores quie- 
ren, inventando otro procedimiento. Podrían esconder este pro- 
yecto de ley y elaborar uno mediante el cual se otorgue una 
línea de crédito a esos productores para que su actividad pueda 
ser viable y su producción eficaz. Eso se llama hacer una revo- 
lución en este país. 


Con todo respeto debo decir que no estoy de acuerdo con 
que el Uruguay vaya a resolver sus problemas de desarrollo 
exportando yeguarizos de raza, de «pedigree»; podrá ser una 
vía, no lo niego, pero que no aportará un gran nivel de ingre- 
sos. A este respecto, escuché una alocución del señor Egon 
Sudy, quien expresó que seguramente en el rubro de la produc- 
ción láctea es muy importante exportar yogur frutado y sus 
derivados, pero para ello hay que crear un mercado y mante- 
nerlo durante algunas décadas. Exportar un millón y medio de 
yogures frutados a Brasil significa tener capacidad para poder 
absorber la devolución de medio millón de ellos en mal estado, 
porque el mercado no los demandó. Quiere decir que no se 
puede plantear la hipótesis de que se puede hacer lo que sea de 
cualquier manera; insume mucho trabajo y tiempo realizar de- 
terminadas cosas. Sostener lo que CONAPROLE ha conquista- 
do en el mercado brasileño ha llevado más de quince años de 
trabajo y mucho dinero invertido por parte del país, lo que ha 
ayudado a dicha Cooperativa a sostenerse. 


Por otra parte, no creo que se deba renunciar a emplear los 
métodos de tecnología más avanzados con que el país cuenta 
-aclaro que estoy entrando en un debate político y no escondo 
el hecho- y creo que tenemos excelentes condiciones para un 
despegue en ese ámbito. En nuestra propia Bancada tenemos 
gente con un alto nivel científico y técnico y también la hay en 
los otros sectores políticos. Sin embargo, de ninguna manera 
se puede sostener que tenemos que importar técnicos rusos, 
porque son baratos. Primero pienso que debemos dar dinero al 
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CONICYT, los U$S 200.000 anuales que nos está pidiendo 
para poder desarrollar la línea de ciencias básicas que tiene 
planificada, con la cual no puede cumplir porque no dispone 
de recursos para pagar a los técnicos. Aclaro que tengo mucha 
simpatía por los rusos porque, entre otras cosas, hace aproxi- 
madamente setenta u ochenta años desataron una revolución 
produciendo una generación de técnicos que ahora está exce- 
dentaria por el desempleo. A lo mejor, se puede conseguir di- 
nero para que vengan a trabajar aquí y nos ayuden a salir de 
esta crisis, pero pienso que primero debemos desarrollar lo que 
tenemos, que es muy importante. 


Para terminar quiero decir, señor Presidente, que está bien, 
el tema no es sólo la tierra. Desde hace ya más de tres o cuatro 
años aquí se repite que el problema no es la tierra, sino lo que 
se pone encima de ella y que allí está el principal capital. En 
principio, no estoy en desacuerdo con esta afirmación, pero 
para poner algo encima de la tierra, primero hay que tener 
tierra. 


Uno de los departamentos que tiene una mejor estructura 
de naturaleza social -reitero, estoy redondeando mi idea y ter- 
minando mi intervención- y que ha permitido enfrentar con 
mayor solvencia las dificultades que presenta el sector agrope- 
cuario, sin perjuicio de que las vive muy duramente, es Colo- 
nia. Esto se debe a que sus colonizadores, naturales y espontá- 
neos -los piamonteses, los alemanes y hasta mis ancestros y los 
de tantos Senadores y Representantes- han trabajado con una 
concepción según la cual lo sustancial no era la dimensión, 
sino la calidad de trabajo que se hacía y lo que se invertía. 
Estoy de acuerdo con esto, pero me parece que hay que hacer- 
lo. No discrepo con la Asociación Rural en el sentido de que 
haya que trabajar el sistema de subsidio; efectivamente, hay 
que subsidiar durante cierto tiempo a la gente que hace las 
cosas en serio, pero controlándola para que produzca y lo haga 
con eficiencia. De pronto, no hay que plantar tantos árboles y, 
de aquí en adelante, habría que ayudar a la ganadería de carne. 


De modo que el tema no tiene una sola faceta, estoy abso- 
lutamente de acuerdo. En definitiva, no es sólo un problema de 
dimensión de tierra y tampoco se requiere un solo proyecto. El 
agro es un sector complejo muy grande pero, a mi entender, si 
no resolvemos el incremento de la producción agropecuaria y 
su calidad en forma rápida, el país no sale de la situación 
crítica en la que está, pues allí está la madre de toda la riqueza. 
Lo demás se dará por añadidura, pero primero hay que resol- 
ver lo básico, que es lo permanente y lo que debemos tener 
siempre presente. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Aparentemente, el señor Miem- 
bro Informante, según lo que ha expresado al comienzo de sus 
palabras, se ha sentido aludido. Sin embargo, no entendemos 
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por qué, ya que en primer lugar cuando he dicho que falta un 
proyecto, efectivamente, falta un proyecto. Digo esto, porque 
acá no se está financiando un proyecto, sino que su costo se 
está incorporando al fondo de inversiones de un Instituto. Es 
notorio que el país, en virtud de lo que ha votado el Parlamen- 
to, tiene numerosos proyectos financiados, muchas veces, por 
organismos unilaterales de crédito. 


Por otra parte, señor Presidente, no hemos escuchado nin- 
guna explicación de que esto contribuya a resolver el tema de 
la rentabilidad, en la medida en que en el mismo proyecto se 
establece que el 70% va a la adquisición de tierras y en la 
exposición se hace referencia a los que están esperando que les 
den un predio. En ningún momento se está planteando otro 
tipo de estrategia. De modo que esas han sido las expresiones. 


En cuanto a las otras alusiones a propósito de algunos 
comentarios que ha hecho quien me ha precedido en esta 
Banca -que ha dicho bastante más cosas que las que el señor 
Miembro Informante ha tenido a bien traer a colación, particu- 
larmente, a propósito del sector agropecuario- debo decir que 
si queremos discutir si el país tiene que diversificar, buscar 
socios y producir lo que el mercado le pide, podemos hacerlo 
con mucho gusto durante toda la tarde. Asimismo, si queremos 
discutir si en Brasil -para no hablar de Kentucky- hay cría o no 
y cuánto eso produce en materia de equinos, también podemos 
hacerlo con mucho gusto. Precisamente, el Embajador francés, 
que me visitó hace una semana, se refería al consumo de esa 
misma carne; por supuesto, podemos discutir también sobre 
esto, pero creo que no es ese el punto. 


En lo que respecta a la posibilidad de traer científicos, 
tengo claro que el objetivo central que tenemos -así lo hemos 
mostrado en los últimos tiempos- es lograr un nivel de exce- 
lencia junto con todas las Universidades, es decir, las públicas 
y las privadas. Para ello, hace más de seis meses visitamos a 
los responsables de las cuatro casas privadas, así como al Rec- 
tor y Decanos de la Universidad de la República, lo cual he 
vuelto a hacer. 


En ese sentido, estamos tratando de armar un centro de refe- 
rencia para toda la región, promoviendo que nuestras Universi- 
dades busquen un entendimiento y traten de generar ese tipo de 
situaciones. Ahora bien; alguien puede opinar que si al fin y al 
cabo los países del primer mundo también a veces invitan a 
algún científico que participó en un programa de investigación 
de U$S 1.000:000.000 y que tiene en su cabeza la información 
necesaria, de pronto es bueno que venga para ayudarnos con 
alguna cosa, no lo veo mal. Precisamente, la Universidad de la 
República lo está haciendo a través de programas de intercam- 
bio y preparación de posgrado, para lo que, numerosas veces 
invita a expertos extranjeros o manda a los nuestros, en un siste- 
ma de ida y vuelta, para hacer doctorados, porque muchas veces 
no tenemos volumen para generar doctorados propios. Esto me 
consta y lo conozco, inclusive, a nivel familiar. 


Entonces, señor Presidente, pienso que poco tiene que ver 
el tema de los rusos y si es bueno u oportuno adquirir un 
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conocimiento a un bajo costo para el país, con el proyecto que 
estamos considerando, sobre el cual con todo respeto debo 
decir que de ninguna manera hemos endilgado a nadie, y mu- 
cho menos al Miembro Informante, cualquier otra cosa, salvo 
lo que hemos dicho en el sentido de que nos parece que la 
metodología adecuada es la de aprobar primero un proyecto 
concreto y luego buscar el financiamiento. 


Aclaro que esa no es sólo nuestra opinión, sino también la 
de todos los organismos técnicos de nuestro país y de los que 
financian nuestros proyectos. 


Por lo tanto, simplemente hemos repetido con humildad lo 
que hace muchos años vemos es el procedimiento usual en esta 
materia. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Presidente del Senado, licenciado Hugo Fer- 
nández Faingold. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD.- En principio, quiero 
decir que tengo cierta duda, pues no sé si voy a hacer uso de la 
palabra para contestar una alusión porque, en verdad, no me 
sentí aludido. En ningún momento dije que hubiese falta de 
conocimiento, por lo tanto, voy a hacer una aclaración que me 
parece importante. 


Vale analizar lo que se pone arriba de la tierra, pero vale 
también la tierra. Sinceramente, creo que la posibilidad de pro- 
ducir una transformación importante en el sector primario pasa 
por definir una política de tierras en forma explícita donde 
tiene que haber una responsabilidad también explícita del Esta- 
do. Dicho de otro modo: es imposible estimular la reconver- 
sión de los sectores sin una política de tierras que alcance la 
tierra y no sólo lo que tiene encima. Es decir que hay que 
contemplar las dos cosas; igual que una política científica y 
tecnológica. 


En cuanto a los subsidios, debo decir que quien habla no 
estaba en el Cuerpo cuando se votó la ley de forestación, pero 
la hubiera votado, porque creo en aquellos subsidios en los 
cuales se puede identificar lo que se gasta y cuánto gana el 
país como consecuencia de ello. Por el contrario, no creo que 
hoy debamos eliminar el subsidio de un sector para dárselo a 
otro. Pienso que si hay otros sectores que lo requieren, debe- 
mos hacer esfuerzos parecidos al que hicimos en ocasión de 
aprobar la ley de forestación y dotarlos, entonces, de esos 
recursos. Entre otras cosas, honestamente, siento que todavía 
ese programa inicial de 980.000 hectáreas para el plan forestal, 
continúa siendo válido. 


Lo que no creo, y lo digo con todo respeto -sé que no es la 
intención que venía detrás del proyecto- es que podamos dis- 
poner recursos o hacer que un organismo determinado dispon- 
ga de ellos, sin examinar la capacidad que tiene para efectuar 
los cambios que queremos lograr. 
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Sostengo, en definitiva, que el Instituto Nacional de Colo- 
nización, por su estructura, organización y filosofía -así como 
por su ley que, si bien es muy amplia, tiene algunas restriccio- 
nes importantes- esté pensado o tenga la capacidad para ser un 
organismo motor de una transformación estructural de esa na- 
turaleza. Pienso que esta transformación debe producirse, pero 
que es preciso legislar y que el Estado no debe ser prescinden- 
te. Asimismo, sostengo que hoy sería posible obtener aportes 
públicos y privados de primera magnitud y, además, podría ser 
sustentado por la investigación agropecuaria, que en el país ha 
avanzado enormemente. 


Creo que con la Ley de Riego y con la de Semillas hoy 
tenemos instrumentos que no existían. Entonces, es importante 
asumir globalmente el tema, así como encontrar financiamien- 
to. 


Me gusta menos de lo que aquí se expresó, una buena parte 
de los proyectos de la Asociación Rural del Uruguay, los que 
he estudiado. Además, cuando se está trabajando en el desarro- 
llo de los paquetes tecnológicos en el basalto superficial, se 
está diciendo que allí se pueden hacer explotaciones distintas y 
además de la ganadería. Esto tampoco es una alusión política, 
porque si el país puede exportar yeguarizos, debe hacerlo y si 
puede fabricar microchips, para que aquí y en otros países se 
los pongan en las orejas a las vacas, ¡enhorabuena! Si pode- 
mos volver a exportar lombrices, como alguna vez se hizo, 
¡fenómeno! Si es posible multiplicar por diez lo que hoy esta- 
mos desarrollando como agricultura de clima controlado, de- 
bemos hacerlo, pues tenemos instrumentos legales y tecnológi- 
cos que nos permiten desarrollarlo con ventaja. Tenemos que 
invertir mucho más de lo que hemos invertido en el desarrollo 
de mercados. Lo que se señalaba en su momento por parte del 
señor Egon Sudy, en relación con la complejidad de conquistar 
y retener mercados externos, es cierto, pero no en los términos 
en que él lo dice. Si uno mira el volumen de los productos de 
granja y de los productos agropecuarios transformados, como 
el caso de los lácteos que hoy se transan en el mundo, se 
encuentra con que en los últimos cinco años, la gran novedad 
es que la mayor parte de las compras no responde a líneas 
comerciales históricas, sino que -y esto puede ser peor- tienen 
que ver con la existencia de canales internacionales a partir de 
empresas multinacionales. Como todos sabemos, se trata de 
alguna de las ofertas que ha recibido CONAPROLE, que para 
dicha empresa son buenas, ya que le permiten colocar en gón- 
dolas de supermercado y, por lo tanto, no tiene que salir a 
conquistar mercados con productos procesados por manos uru- 
guayas que sí trabajan y cobran en CONAPROLE. 


En resumen, señor Presidente, no quería hacer más que una 
aclaración; no me sentí ni política ni personalmente aludido. Sí 
quiero decir que el tema vale la pena y es rico, y que ninguna 
de las cosas que aquí se dijeron es desdeñable. Me limité a 
manifestar que no estoy de acuerdo con que podamos votar 
este tipo de financiamiento -creo que el señor Senador Atchu- 
garry completó la idea- sin un proyecto concreto que podamos 
apoyar. Tampoco considero que podamos votar, sin más deba- 
te, una solución que transfiere una responsabilidad a una insti- 
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tución que no está en condiciones de evacuarlas razonable- 
mente -como ocurre con el Instituto Nacional de Colonización- 
y, sobre todo, hacerlo en el contexto de un proyecto que no 
tiene iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA ARISMENDI. Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Este es un debate importante que 
podíamos haber tenido mucho antes, a lo largo de estos años. 


No comparto la moda que está imperando, en el sentido de 
decir que se politiza tal o cual tema. En mi opinión, sí hay que 
politizar en política, en el mejor sentido de la palabra, ya que 
son elementos políticos y no hay nada que lo sea más que una 
discusión parlamentaria. 


Pienso que esta también es una forma de menospreciar lo 
que significa el debate político cuando éste se realiza con altu- 
ra, buscando salidas y contraponiéndose proyectos políticos 
distintos o ideas diversas, en las que, incluso, se pueden lograr 
-nunca pierdo las esperanzas, aunque cada día tengo menos- 
puntos de acuerdo, de encuentro, para resolver los problemas 
de la gente. 


Efectivamente, comparto cuando se dice que primero se 
diseñan proyectos y luego se financian. En realidad, analizan- 
do este punto, quienes estamos aquí podríamos debatir el pro- 
yecto de país, teniendo en cuenta el que está en curso o uno 
alternativo. Un país como el nuestro, con las características 
históricas desde el punto de vista social, económico, producti- 
vo, geográfico y de sus capacidades, está íntimamente ligado a 
la discusión que deberíamos o podríamos haber procesado en 
todos estos años -que incluso podríamos tener hoy- en función 
del problema de la tierra, de la producción y de pensar así 
cómo trabajar para un país productivo que se sustente, funda- 
mentalmente -no de manera exclusiva, pero sí fundamental- 
mente- en la agroindustria. Por lo tanto, si seguimos un razona- 
miento completamente lógico como el que realizaba mi com- 
pañero, el señor Senador Gargano, al sustentarse en la agroin- 
dustria -como pensamos nosotros que tiene que ser- la base es 
la tierra. 


En mi opinión, este tema pudo haber sido discutido, por 
ejemplo, cuando tratamos el ajuste fiscal, porque cuando con- 
sideramos los adelantos a cuenta estábamos ingresando en es- 
tos temas. Entonces, en lugar de analizarlo en forma parciali- 
zada, podríamos haberlo debatido como lo hacemos con algu- 
nos proyectos abarcativos de toda una política tributaria, que 
incluye este dentro de esos temas. Es decir, que podríamos 
haber profundizado en ese proyecto más abarcador, más a lar- 
go aliento, pero también inmediato y urgente, que se reclama- 
ba hace un momento. 


Mi primera experiencia de trabajo legislativo y como re- 
presentante -es como más me gusta caracterizar lo que hace- 
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mos aquí- estuvo vinculada, al comienzo de la Legislatura, a 
los problemas que tuvieron los productores de cebolla dulce. 
Esto ocurrió porque siguieron una orientación, incorporaron 
tecnología y se endeudaron, es decir, que hicieron lo que de- 
bían, que es producir y hacerlo bien. Pero cuando llegó el 
momento de la cosecha, no sólo la cebolla, sino los resultados 
de su esfuerzo económico, de trabajo, así como de transforma- 
ción desde el punto de vista de la cultura en el concepto más 
general, se vieron totalmente frustrados. 


Ayer el señor Senador Heber insistió mucho con el tema de 
la pertenencia y del sentido de propiedad de la tierra, elemento 
muy importante que sin duda no podemos dejar fuera de discu- 
sión, ni siquiera cuando pensamos en un desarrollo productivo 
del país sobre la base de la agroindustria y de la explotación 
racional e inteligente de nuestro principal recurso. Pero tam- 
bién existe un elemento -que seguramente todos compartirán- 
que en el productor pesa y es que cuando fracasa, por las 
razones que sea -en el caso del productor de la cebolla dulce 
porque se prometieron mercados y se hicieron compromisos 
hacia aquellos que supuestamente estaban asegurados, aunque 
luego no existieron- también se desanima. Esto pasa porque 
debe optar entre plantar otra vez o comer y generalmente se 
come lo poco que puede tener y, en consecuencia, ya no plan- 
ta. Además, se desanima porque entiende que lo orientaron 
hacia eso y ahora no sabe qué hacer con lo que reconvirtió, 
como se dice comúnmente ahora. 


Reitero que también podríamos haber discutido este tema 
cuando se orientó en determinadas zonas. Por ejemplo, en el 
departamento de Salto, con el cierre de «El Espinillar», se 
realizó una orientación y la gente hizo un esfuerzo, reconvir- 
tiéndose a la hortifruticultura, a la frutilla y el morrón, es decir, 
a toda una serie de caminos nuevos de producción. Como de- 
cía el señor Senador Gargano, era un paquete tecnológico pero, 
en realidad, estamos hablando de familias, de vidas y de desa- 
rrollo humano-cultural. 


Esa reconversión contó con mucho entusiasmo en un prin- 
cipio. Por ello insisto en que el elemento entusiasmo o desáni- 
mo tiene que incorporarse, porque no es algo ajeno, ya que no 
estamos hablando solamente de números, sino también de vi- 
das y situaciones que padecen las generaciones que hoy están 
trabajando, o los que hoy son niños y van a crecer pero que 
seguramente querrán quedarse allí, en su lugar. Esto nos lo han 
dicho todos estos años a lo largo y ancho del país: no se 
quieren ir y desean hacer las cosas bien para ver el fruto de su 
trabajo. 


Pero, a su vez -y esto lo hemos discutido aquí de manera 
tangencial en varias oportunidades frente a catástrofes que han 
sucedido- ocurre que todo eso se vuela a veces debido a la 
política tributaria de la cual hablaba el señor Senador Heber, al 
referirse a la expropiación por parte del Estado; yo hablo de la 
voracidad fiscal. Sin embargo, también es cierto que a veces 
eso se vuela debido a las inundaciones y a los vientos. 
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Estos aspectos los hemos considerado en esta Sala, y el 
señor Presidente posiblemente lo recordará, porque él presidía 
la Comisión Permanente cuando se consideraban estos temas. 
Lo cierto es que las catástrofes de todo tipo, las económicas, 
las de la Bolsa, las de los vientos, las de las lluvias, etcétera, 
siempre le pegan a los mismos. 


Por eso no sé a quién el señor Senador Atchugarry recla- 
maba ese proyecto del que hablaba; si al señor Senador Garga- 
no que era Miembro Informante o a quienes durante todos 
estos años -lo digo constatando un hecho- han estado al frente 
del Gobierno. En ese proyecto también deben incluirse todas 
estas cosas; en fin, creo que podíamos haber discutido esto. 


Me parece que todos estamos de acuerdo -porque no sólo 
ello surge del informe sino también de algunas intervenciones, 
además de que varios señores Senadores que no pertenecen a 
mi sector político hacían que sí con la cabeza- con que donde 
hay hambre de tierras es en el sector lácteo. 


Además, en relación con el MERCOSUR, acerca de lo 
que leí en cierta documentación y lo que escuché en confe- 
rencias -con una actitud de crítica en ese momento, cuando no 
pertenecía al Parlamento- de mucha gente que sabía más que 
yo y que afirmaba que los lácteos eran nuestro «buque insig- 
nia», nuestra bandera para la integración nacional y que con 
ellos íbamos al estrellato, digo que eso no es espontáneo, por- 
que nada lo es. 


Lo que voy a repetir a continuación es algo que he escucha- 
do durante estos días y a lo largo de todos estos años; hoy 
precisamente no se planteó, pero lo quiero dejar como aporte a 
la discusión. No lo hago para cobrar cuentas porque, además, 
¡quién se entera de las cuentas que uno cobra en este ámbito! 


Siempre se habla de que el mercado regula y del libre 
mercado, pero no es cierto. Ahora no se encuentra en Sala el 
señor Senador Heber, pero en el día de ayer él afirmaba que el 
Estado debe planificar y desde mi Banca lo miraba y, con mis 
lentes puestos, veía que hasta se sonrojaba al decir que el 
Estado tiene que planificar. Y es claro que debe hacerlo y aún 
más cuando le dice a la gente que se reconvierta a tal rubro 
porque se están asegurando tales o cuales mercados, es decir, 
cuando la insta a marchar al ritmo de la época, reconvirtiéndo- 
se -reitero- porque es algo seguro. Supuestamente, lo que el 
Estado está haciendo en ese caso es planificar. 


En el seno de la Comisión Permanente, en una oportuni- 
dad en que se llamó al señor Ministro Opertti para averi- 
guar, de Ministerio a Ministerio, qué pasaba con la crisis de 
Brasil y qué estábamos haciendo como país, él manifestó 
que CONAPROLE había pactado. Precisamente, quien ha- 
bla le señalaba que CONAPROLE compraba en dólares y ven- 
día en reales, porque se creyó el cuento de que el real estaba 
estable y que nunca más iba a moverse. El señor Ministro 
Opertti habló de un problema de mala administración de la 
empresa. Nosotros decimos que no es así. Hay gente que opina 
que no hay una política de Estado ni un proyecto. Debo decir 
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que no estoy de acuerdo con eso. Sí existe un proyecto, aunque 
no lo comparto. Lo cierto es que el proyecto está y, en definiti- 
va, esa trama social que hay que desarrollar, mantener y forta- 
lecer está vinculada a muchas cosas. Por eso, se debe llevar a 
cabo una discusión completa del proyecto de país productivo. 


Esto también tiene que ver con el cierre de las escuelas de 
alternancia, por ejemplo, y con los técnicos de UTU quienes, 
como nos han dicho, ni siquiera terminan de prepararse y no 
tienen la posibilidad de tener el título. Se trata de gente joven a 
lo largo y ancho del país que quiere calificarse, formarse y 
tener las herramientas y los nuevos instrumentos para poder 
trabajar, quedarse en el campo y transformar el suelo, la tierra 
de sus padres, de sus abuelos, llevándola al máximo nivel de 
producción. Esa gente estudia, se prepara, porque quiere ha- 
cerlo. Claro que en las oportunidades en que en este Parlamen- 
to preguntamos por qué pasan estas cosas, algunos arrugaron 
la nariz y dijeron que, en realidad, a las escuelas de alternancia 
iban los niños y jóvenes pobres. 


Considero que en definitiva estamos discutiendo -lo que 
me parece bien porque, además, la discusión está siendo lleva- 
da a cabo en un tono reflexivo- sobre si apostamos al desarro- 
llo productivo o a la especulación. 


Aquí se ha señalado, en forma correcta -no voy a discutir lo 
que establece la Constitución- que se necesita iniciativa del 
Poder Ejecutivo y, por lo tanto, no se puede votar porque esa 
iniciativa no existe. Sin embargo, debo decir que también apren- 
dí en mi corta permanencia en este Parlamento -lo sabía de 
antes, como dirigente sindical- que cuando hay voluntad políti- 
ca hay iniciativa del Poder Ejecutivo. El problema es que no se 
comparte nuestra posición. Es decir, el problema no es si esto 
tiene o no iniciativa; sabemos que no tiene iniciativa porque no 
existe la voluntad para ello. Hemos visto llegar volando la 
iniciativa del Poder Ejecutivo en algunas oportunidades; por lo 
tanto, creo que ese no es el argumento de fondo. Insisto una 
vez más en que no me voy a poner a discutir nuestra Constitu- 
ción; no es ese mi propósito. 


Además, en la sesión de ayer, el señor Senador Segovia 
hablaba, en un pedido de interrupción, del Plan de Ordena- 
miento Territorial, de la ley sobre ordenamiento territorial, y 
se minimizó su intervención como si se tratara de un problema 
técnico o de las preferencias que el señor Senador Segovia 
tenía desde el punto de vista de su profesión. 


Lo que ocurre es que todos sabemos que un Plan de Orde- 
namiento Territorial que se expresa en una ley y también en un 
conjunto de medidas, no es un problema puramente técnico. 
Estamos hablando de la vida de la gente y de qué proyecto de 
país queremos. Hoy mismo, por la mañana, conversábamos 
sobre esto con el señor Ministro Cáceres, y si bien estábamos 
hablando del tema de los camioneros, de los fletes y de las 
cargas, estábamos tocando este punto, es decir, estábamos con- 
versando sobre algunos sectores que sí están subsidiados fuer- 
temente por el conjunto de la sociedad, como es el caso del 
sector forestal. Cuando el señor Ministro se refería a uno de 
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los emprendimientos vinculado a la Caja Notarial, le dijimos 
que no estábamos pensando precisamente en esos emprendi- 
mientos, sino en grandes transnacionales de este país que están 
plantando, en algunos casos en los terrenos más fértiles, árbo- 
les que en última instancia tampoco tendrán luego mayor valor 
agregado; de hecho, no existirá la posibilidad de que lo tengan 
por el tipo de árbol que se planta. El señor Ministro decía que 
luego había que pensar en aserraderos, en fábricas de papel y 
toda una serie de cosas vinculadas al sector forestal; nosotros 
decimos que eso se hará si donde lo que se plantó lo permite, 
porque lo que se plantó en algunos lados no da para pensar en 
un posterior aumento del contenido tecnológico y del valor 
agregado. Estoy convencida, como se dijo por allí, de que el 
mundo cambió, porque siempre cambia, y todos lo sabemos. 
En realidad, sería espantoso que no lo hiciera. ¡La humanidad 
ha ido cambiando al mundo durante tantos y tantos siglos! 
Personalmente, creo que es una lástima que no se haya analiza- 
do este tema antes, porque el proyecto se presentó ahora; apa- 
rece aprobado en la Comisión en agosto de 1998 y viene aquí, 
a Sala, pero hace diez años que la iniciativa estaba presentada. 
El señor Senador Gargano decía que si no es este proyecto, 
será otro. Muy bien; si no es por ahí, será por otro lado. Tal 
como decían varios señores Senadores -entre ellos el señor 
Presidente del Senado desde su Banca de Senador- este es un 
debate inconcluso. 


(Ocupa la Presidencia el licenciado Hugo Fernández Fain- 
gold) 


-Lo que pasa es que a esta altura hay urgencias, y algunos 
se dieron cuenta de que el problema explotaba porque hubo 
una gran movilización. Pero allí no empezó el problema sino 
que fue lo que derramó el vaso. La movilización en sí recordó 
a mucha gente que el problema existía, pero éste se viene 
acumulando y naturalmente su situación se ha estado profundi- 
zando. Á este tema están vinculados también los problemas 
que hoy tenemos con la industria frigorífica. 


Hoy estuve mirando distintos materiales que mi propia fuerza 
política ha ido elaborando y revisaba algunos documentos de 
un encuentro muy importante que se hizo en mayo de 1995 con 
todos los sectores involucrados vinculados a esta industria: 
productores, empresarios y trabajadores. En ese momento, en 
Tacuarembó la perspectiva del frigorífico, a través de acuerdos 
y convenios y del paquete tecnológico, parecía ser de más 
largo aliento, una perspectiva interesantísima que incluso po- 
dría servir de referencia y de estímulo para otros emprendi- 
mientos de este tipo. Hoy, en cambio, tiene dificultades que 
tienen que ver con los problemas generales del país. Me van a 
decir que son los problemas de la región, consecuencia de los 
distintos sacudones y estertores que pega el sistema financiero 
en estos alrededores y en el mundo. 


Aquí se señalaba -y yo lo comparto- que todo este gran 
tema necesita una política activa que no se agota en el Instituto 
Nacional de Colonización. En eso estamos de acuerdo. Tam- 
poco pensamos -como ayer un poco se jugueteó- que el tema 
en el Uruguay se resuelve repartiendo la tierra en macetas. Ese 
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no es el problema, no es de eso de lo que estamos hablando; en 
definitiva es una política activa del Estado, una política credi- 
ticia, una reestructuración en lo que tiene que ver con la políti- 
ca tributaria y de alguna manera -el señor Presidente del Sena- 
do lo señalaba al pasar- con una búsqueda también mucho más 
agresiva, que no la puede hacer el productor, de mercados 
alternativos. Por supuesto, nosotros no podemos pedirle al pro- 
ductor que recorra el mundo con la canasta bajo el brazo, 
ofreciendo sus productos. El otro día vimos, en un emprendi- 
miento importante e interesante que todos conocemos en el 
departamento de Colonia, a los productores que trabajan con 
las frutas haciendo dulces y mermeladas, y venden pulpa fun- 
damentalmente a Argentina y a Brasil. Ellos nos decían que 
salían, como quien dice, con la canasta bajo el brazo a buscar 
dónde colocar la mercadería. Eso también tiene que ver con el 
proyecto general para que el productor o el que tiene su indus- 
tria o agroindustria reúna las mejores condiciones para trabajar 
y reciba el mejor apoyo, mientras por otro lado sabe que eso 
está en consonancia con una política de colocación en los mer- 
cados externos. 


Con respecto a lo que aquí se decía, en el sentido de que se 
han llenado góndolas de supermercados de otros países con los 
productos, por ejemplo, de CONAPROLE, yo digo que se es- 
tán llenando las góndolas pero de supermercados más grandes 
con productos extranjeros que compiten deslealmente dentro 
del país, sobre la base del recurso fundamental de la tierra. Me 
refiero a la elaboración y al desarrollo industrial de frutos de la 
tierra. 


Entonces, no se trata solamente de que hay que andar bus- 
cando en el mercado externo donde cada uno hace lo que 
quiere en ese supuesto juego libre entre la oferta y la demanda, 
sino que ese juego, que no es libre, está digitado dentro del 
país para que las góndolas de los supermercados estén pobla- 
das no precisamente del fruto del trabajo de los uruguayos. 


Es en ese mundo de hoy sobre el que hay que pararse y del 
cual se hablaba, donde creo que precisamente tenemos que 
buscar propuestas; si no es ésta, será otra, y estamos abiertos a 
ellas. No pasa por darle U$S 30:000.000 al Instituto Nacional 
de Colonización, porque sólo ello, como se decía acá, no solu- 
ciona el problema. Hay todo una situación vinculada a cómo 
funciona y a cómo debería orientarse. 


Muy bien; modifiquemos eso, pero si bien el problema no 
empieza ni termina ahí, a nuestro juicio es un instrumento 
válido que hemos planteado con perspectivas de modificación 
pero de dotación de recursos para que no se diga -como se 
decía aquí con tristeza- que al Estado eso no le interesó jamás. 
Ese instrumento existe. Puede haber otros. Podemos escuchar 
que no se nos diga simplemente que no; que se nos diga: «No, 
pero tenemos otra cosa.» 


Insisto en que tuvimos cinco años para discutirlo y muchos 
momentos en los cuales los propios proyectos de ley en análi- 
sis daban lugar a este debate. Podríamos haberlo realizado. 
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También comparto con el señor Senador Bergstein -quien 
no sé por qué siempre insiste con esto y no sé a qué se refiere- 
cuando expresa que no hay que esperar al gran debate nacio- 
nal. Claro que no. Estoy totalmente de acuerdo. Hoy, las ur- 
gencias de la gente, de los que vacían el campo, de los que 
pueblan los cinturones de la ciudad, no pueden esperar. Es 
cierto que se habrá erradicado mucho rancherío, pero todos 
tenemos ojos y vemos lo que está pasando en los entornos de 
las ciudades y de los pueblos; no estoy hablando sólo de Mon- 
tevideo, sino de las capitales y de las ciudades de los departa- 
mentos del interior del país. 


Tiene razón el señor Presidente: el Rey está desnudo. Y los 
trabajadores de esos sectores y los productores claman por las 
rutas y los campos diciendo que está desnudo. A lo mejor, 
parecería que ahora esa movilización, ese grito que se ha ido 
conjuntando con otros sectores que están afectados, puede es- 
cucharse. En esta instancia yo me sorprendo cuando se señala 
que se elaboran y se van a presentar programas cuando hoy 
mismo o mañana, si hubiera voluntad política, aún es tiempo 
de hacerlo, para acordar y resolver cosas. Puede ser por este 
camino o por otros similares. Nosotros seguimos convencidos 
de esta iniciativa y por eso la estamos acompañando. Nos pa- 
rece un camino válido, no el único ni exclusivo, ni la solución 
a todos los problemas, pero es un instrumento digno de ser 
considerado y acompañado. 


7) ASUNTOS ENTRADOS FUERA DE HORA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varios asuntos en- 
trados fuera de hora. 


(Se da de los siguientes:) 


«La Presidencia de la Asamblea General destina men- 
sajes y proyectos de ley del Poder Ejecutivo referentes 
a la prenda sin desplazamiento por el cual se facilita y 
extiende este instrumento en beneficio del acceso al cré- 
dito de los sectores productivos. 


Por el que se autoriza la emisión de Bonos del Teso- 
ro, cupón 0, con destino a garantizar operaciones de 
reestructura de deudas que acuerden deudores agrope- 
cuarios, industriales o comerciales con las instituciones 
de intermediación financiera. 


Por el que se exonera transitoriamente del impuesto 
a las trasmisiones patrimoniales a la enajenación de in- 
muebles rurales que realicen personas físicas a favor de 
sociedades anónimas.» 
-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


S) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 
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«El señor Senador Segovia solicita licencia por el 
día 5 de agosto.» 


- Léase. 
(Se lee:) 


«Montevideo, 4 de agosto de 1999. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Licenciado Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi mayor consideración 


Por la presente solicito al Cuerpo que usted preside, 
licencia por el día 5 de agosto por motivos particulares. 


Sin otro particular, lo saluda muy atentamente. 
Albérico César Segovia. Senador.» 
-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) FONDO DE INVERSIONES PARA LA COLONIZA- 
CION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión general del 
asunto que figura en primer término del orden del día. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Señor Presidente: a modo de fun- 
damento de voto anticipado, quiero decir que voy a acompañar 
el proyecto de ley presentado porque comparto fundamental- 
mente la orientación que lo anima. 


Como se ha dicho, es verdad que hoy enfrenta un problema 
de naturaleza constitucional, porque carece de la iniciativa exi- 
gida por la Constitución. Pero también es cierto -como acaba 
de señalar la señora Senadora Arismendi- que el proyecto de 
ley apenas está comenzando su transcurso en el proceso nor- 
mal de aprobación de una ley, y muchas otras veces ha ocurri- 
do que en dicho proceso la iniciativa que originalmente no 
había sido presentada, se presenta y el obstáculo constitucional 
queda salvado. 


Por consiguiente, voy a acompañar el proyecto de ley con 
la idea de que, en la medida en que pueda reunir la voluntad de 
la Cámara de Senadores y, posteriormente, si fuera posible, la 
de la Cámara de Representantes, seguramente esa iniciativa que 
hoy está faltando sería provista por parte del Poder Ejecutivo. 


Quiere decir que nos enfrentamos a un obstáculo, pero de 
ninguna manera es insalvable. A modo de ejemplo, en el orden 
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del día de la sesión de hoy figura un proyecto de ley referido a 
oficiales superiores o jefes en situación de retiro que, a mi 
juicio, también necesitaría iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SANTORO.- La tiene, señor Senador. 


SEÑOR CARVALHO.- Lo que sucede es que los antece- 
dentes que se repartieron no la tenían, por lo que pensaba que 
se iba a someter a votación algo con la idea de que posterior- 
mente llegaría la iniciativa constitucional requerida. 


Dicho esto, señor Presidente, debemos admitir como un 
hecho concreto -al que se ha hecho referencia- que desde la 
sanción de la Ley Orgánica de creación del Instituto Nacional 
de Colonización en 1948, ha existido una total falta de volun- 
tad política para proveerlo de los recursos que le permitieran 
cumplir la misión que le fue asignada, es decir, los que les 
permitieran expropiar o hacer uso de la opción de compra de 
inmuebles rurales que la ley prevé como exigencia obligatoria 
antes de su trasmisión. 


El señor Presidente, ocupando su Banca de Senador, nos ha 
contado hace unos minutos una breve historia acerca de la 
razón por la cual hubo quiénes aceptaron la sanción de la ley 
sabiendo desde el primer momento que ese Instituto nacería 
amputado de los recursos necesarios para poder cumplir la 
importante tarea que se le estaba asignando. 


Me parece claro que el proyecto de ley en discusión, que 
voy a acompañar con mi voto, no es ni pretende ser una solu- 
ción global a problemas muy complejos de la producción agro- 
pecuaria de nuestro país, pero también me parece claro que va 
en la dirección correcta y que representa proveer de medios al 
Instituto que hoy tenemos, con la capacidad legal de aplicarlos 
a la redistribución de la propiedad de la tierra. Lo que real- 
mente no puedo aceptar o hacerme cargo es del juicio sobre el 
papel del Instituto Nacional de Colonización, en cuanto a que 
no es el organismo adecuado ni está en condiciones de llevar a 
cabo la responsabilidad que le estamos asignando. Desde su 
creación, ha estado administrado por las fuerzas políticas ma- 
yoritarias. Si es así, la responsabilidad de que haya llegado a 
esta situación no creo que corresponda a un sector político, por 
lo menos al que yo pertenezco y, por tanto, no puedo hacerme 
cargo de ello. Del mismo modo, si la legislación es insuficien- 
te, legislemos. Estamos a la espera de los proyectos de ley; por 
cierto que tiempo ha habido para presentarlos. 


La realidad es que, como reconoció el señor Presidente, 
nunca ha habido voluntad política para proveer al Instituto 
Nacional de Colonización de los recursos para ayudar a las 
familias del campo; en los antecedentes se menciona un censo 
según el cual se indica la existencia de 3.500 familias que 
están dispuestas a radicarse o a mantenerse en el campo y a 
tratar de hacer prosperar sus pequeñas o medianas empresas de 
producción agropecuaria. 


Señor Presidente: si este proyecto de ley se aprobara hoy, 
creo que estaríamos enviando una señal política muy clara al 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-419 


Poder Ejecutivo y a la opinión pública, por lo menos de pre- 
ocupación y de sensibilidad frente a problemas que son angus- 
tiosos para muchas familias, que de alguna manera también se 
reflejan en la situación que está viviendo nuestro agro. Natu- 
ralmente, estaríamos iniciando de ese modo un proceso de apro- 
bación legislativa; en su transcurso, o en el desarrollo de la 
discusión particular, se podrían analizar o recibir propuestas 
tendientes a mejorar el texto del proyecto de ley. Es más; si 
existiera la voluntad política de hacerlo, creo que estaríamos 
en condiciones de sancionar un proyecto de ley aún más com- 
pleto, lo que podría representar un aporte positivo a la situa- 
ción que viven muchas familias en nuestro agro, que desean 
radicarse o mantenerse allí y que, como en el caso de los 
productores lecheros, están necesitando acceso a la propiedad 
de la tierra. Precisamente, eso es lo que hasta ahora el Instituto 
Nacional de Colonización no ha estado en condiciones de faci- 
litarles, incumpliendo con lo que es su obligación legal. 


No sé, señor Presidente, con qué alternativa de discusión 
vamos a continuar ni la cantidad de oradores anotados para 
hacer uso de la palabra. Lamentablemente, tendré que retirar- 
me antes de las 19 horas porque debo representar a mi sector 
político en un acto al que nos ha convocado la Agrupación 
Universitaria del Uruguay, a realizarse en el Paraninfo de la 
Universidad. Naturalmente, se trata de una obligación que asu- 
mí y debo respetar, pero quería dejar en claro mis manifesta- 
ciones en el sentido de apoyar el proyecto de ley en considera- 
ción, así como mi deseo de votarlo; si no fuera posible hacerlo, 
lo lamentaría. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-9 en 24. Negativa. 


La Mesa desea recordar al Cuerpo que en el orden del día 
figura una solicitud de venia de destitución, cuyo plazo consti- 
tucional vence en el día de hoy. 


10) NUMERALES DECIMOCTAVO, VIGESIMO, VIGE- 
SIMOPRIMERO, VIGESIMOSEGUNDO Y VIGESI- 
MOTERCERO. Alteración del orden del día. 


SEÑOR SANTORO.- Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO.- Señor Presidente: en nombre de la 
Comisión de Defensa Nacional, solicito que se altere el orden 
del día y se pasen a tratar de inmediato los asuntos que figuran 
en los numerales decimoctavo, vigésimo, vigésimoprimero, vi- 
gésimosegundo y vigésimotercero. Se trata de proyectos de ley 
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que no tienen mayores dificultades; gran parte de ellos han 
contado con la unanimidad de la Comisión, y otros se aproba- 
ron por mayoría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da por el señor Senador Santoro. 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 
11) OPERACION UNITAS XL 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo resuelto por el 
Senado, se pasa a considerar el asunto que figura en décimoc- 
tavo término del orden del día: «Proyecto de ley por el que se 
autoriza la salida del país del Buque ROU *Montevideo” y su 
tripulación para participar en la Operación UNITAS XL. (Carp. 
N* 1404/99 - Rep. N* 934/99).» 


(Antecedentes:) 


«Carp. N” 1404/99 
Rep. N* 934/99 


MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DEL INTERIOR 


Montevideo, 8 de junio de 1999. 


MENSAJE 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL 
LICENCIADO DON HUGO FERNANDEZ FAINGOLD 


El Poder Ejecutivo remite a su consideración el Pro- 
yecto de Ley que se adjunta, a efectos de que ese Cuer- 
po conceda la autorización establecida en el numeral 
12, del artículo 85 de la Constitución de la República, 
para la participación del Buque ROU «MONTEVIDEO» 
de la Armada Nacional, en la Operación UNITAS XL, 
que se realizará visitando puertos de la República Fede- 
rativa de Brasil. 


La referida Operación se llevará a cabo desde el 1* 
de octubre hasta el 10 de noviembre de 1999, fuera de 
aguas jurisdiccionales nacionales. 


Por lo expuesto, se encarece a dicho Cuerpo la apro- 
bación del proyecto de ley que se acompaña. 


Saluda al señor Presidente con la mayor considera- 


ción. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Carlos Olarreaga, Juan Luis Sto- 
race, Roberto Rodríguez Pioli. 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO 1*- Autorízase la salida de aguas juris- 
diccionales del Buque ROU “MONTEVIDEO” pertene- 
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ciente a la Armada Nacional y su tripulación, a los efec- 
tos de participar en la Operación UNITAS XL, que se 
realizará visitando los puertos de la República Federati- 
va de Brasil, desde el 1? de octubre hasta el 10 de 
noviembre de 1999. 


ARTICULO 2”- Comuníquese, publíquese, archíve- 
se. 


CARLOS OLARREAGA, JUAN LUIS STORA- 
CE, ROBERTO RODRIGUEZ PIOLI.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Iturria. 


SEÑOR ITURRIA.- Señor Presidente: el Poder Ejecutivo 
solicita autorización para cumplir una operación internacional 
más con los países vecinos y con los Estados Unidos, que se 
desarrollará en puertos brasileños. Como es normal en estos 
casos, este tipo de operaciones se realiza todos los años. 


En tal sentido, la Comisión aprobó, por mayoría, la solici- 
tud del Poder Ejecutivo, por lo que aconseja su aprobación por 
este Cuerpo. 


SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SEGOVIA.- Señor Presidente: sabido es que nos 
oponemos a la Operación UNITAS por la participación de 
fuerzas hegemónicas a nivel mundial, extra continente latino- 
americano. En esta oportunidad no voy a reiterar las manifesta- 
ciones que hemos hecho ante cada una de las otras solicitudes 
que nos ha correspondido tratar. 


Hoy nos enfrentamos nada menos que a la Operación UNI- 
TAS XL, sin haber podido dilucidar el tema que siempre pro- 
ponemos cuando se vota una operación de este tipo. 

Nuestra Bancada, como lo ha hecho en todas las ocasiones 
anteriores, y sin extender mayores argumentos, votará en con- 
tra de esta operación. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


-14 en 21. Afirmativa. 


4 de Agosto de 1999 


En discusión particular. 
Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee:) 


«Artículo Unico.- Autorízase la salida de aguas ju- 
risdiccionales del Buque ROU «MONTEVIDEO» per- 
teneciente a la Armada Nacional y su tripulación, a los 
efectos de participar en la Operación UNITAS XL, que 
se realizará visitando los puertos de la República Fede- 
rativa de Brasil, desde el 1? de octubre hasta el 10 de 
noviembre de 1999.» 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-14 en 22. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


12) PERSONAL MILITAR 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
punto que figura en vigésimo lugar del orden del día: «Proyec- 
to de ley por el que se declaran comprendidos en los benefi- 
cios establecidos por la Ley N* 16.629, de 28 de noviembre 
de 1994, a los Oficiales Superiores o Jefes que hayan pasa- 
do o pasen a situación de retiro a partir de la fecha de 
vigencia de dicha ley, por aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 397 de la Ley N* 13.032, de 7 de diciembre de 
1961. (Carp. N* 1418/99 -Rep. N* 944/99).» 


(Antecedentes:) 


«Carp. N” 1418/99 
Rep. N* 944/99 


Montevideo, julio 07 de 1999. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”.- Decláranse comprendidos en los bene- 
ficios establecidos por la Ley N” 16.629, de 28 de no- 
viembre de 1994, a los Oficiales Superiores o Jefes que 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Ley N* 16.629, de 28 de noviembre de 1994 
estableció que el haber básico de retiro del personal 
militar que pase a dicha situación en forma obligatoria 
por las causales que indica, no podrá ser inferior a la 
pasividad militar, con exclusión de dietas docentes y 
asignaciones civiles, que correspondiere al militar reti- 
rado de la misma jerarquía y los mismos datos presu- 
puestales cuya percepción sea la de mayor monto. 


Ese beneficio comprende a quienes pasan a situa- 
ción de retiro obligatorio por edad (con un mínimo de 
25 años de servicios militares), por incapacidad contraí- 
da en acto de servicio, por ocho años de permanencia 
en el grado para los Oficiales Generales, y para quienes 
cesan en el cargo de Comandante en Jefe. 


En todas las situaciones de referencia la causal de 
retiro Opera por razones ajenas a la voluntad y/o al que- 
hacer personal del militar que, en función de las mis- 
mas, debe cesar en su actividad. 


La Ley N* 17.057, del 18 de diciembre de 1998, 
que declaró comprendidos en los beneficios de la Ley 
N* 16.629 a los Jefes de los Cuerpos de Servicios del 
Ejército, no comprendió el retiro administrativo en los 
Servicios Auxiliares que formen Cuerpo y Escalafón C- 
Técnicos especialistas de la Fuerza Aérea Militar, situa- 
ción que con el presente proyecto de ley, se procura 
solucionar. 


El retiro administrativo en los Servicio Auxiliares 
que formen Cuerpo y Escalafón C - Técnicos Especia- 
listas de la Fuerza Aérea Militar, a efectos de producir 
vacantes, previsto en el artículo 397 de la Ley N* 13.032 
de 07 de diciembre de 1961, opera de la misma manera, 
esto es por razones ajenas a la voluntad y al desempeño 
del Jefe que resulta alcanzado por el mismo, por lo cual 
es de estricta justicia que quienes pasen a retiro por 
aplicación de dicha causal, estén asimismo amparados 
en lo dispuesto por la Ley N* 16.629. 


Dr. WALTER R. SANTORO. Senador.» 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 


-En discusión general. 
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hayan pasado o pasen a situación de retiro a partir de la 
fecha de vigencia de dicha ley, por aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 397 de la Ley N* 13.032, de 7 
de diciembre de 1961. 


Artículo 2”.- Comuníquese, etc. 


Dr. WALTER R. SANTORO. Senador. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Santoro. 


SEÑOR SANTORO.- Señor Presidente: este proyecto pro- 
cura salvar una injusticia que se genera a nivel de distintos 
sectores de nuestras Fuerzas Armadas, debido a que los mis- 
mos no tienen posibilidad de tener un retiro de acuerdo con lo 
que les correspondería en el caso de cumplir los años efectivos 
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de servicio. Se trata de Jefes y Oficiales que integran el escala- 
fón C, Técnicos Especialistas, de la Fuerza Aérea Militar. 


De acuerdo con la Ley Orgánica Militar de nuestras Fuer- 
zas Armadas, en determinadas circunstancias y a los efectos de 
generar vacantes, es obligatorio proceder al retiro de ciertos 
Oficiales. La Ley N” 16.629, de 28 de noviembre de 1994, 
procedió a reconocer a los Oficiales anteriormente menciona- 
dos, que se deben retirar en forma obligatoria, los mismos 
derechos que se conceden para la pasividad a los oficiales que 
se retiran a los 25 años de servicio, es decir, por incapacidad 
contraída en acto de servicio, por 8 años de permanencia en el 
grado en el caso de los Oficiales Generales y para quienes 
cesan en el cargo de Comandante en Jefe. Sin embargo, no se 
previó la circunstancia en la que se encontraban los Jefes de 
los Cuerpos de Servicio del Ejército -cuando debían retirarse 
por esa disposición de la Ley Orgánica Militar- que se vieron 
comprendidos en la Ley N* 17.057, de 18 de diciembre de 
1998, aún vigente. 


Ahora, se actúa de la misma manera respecto de los Oficia- 
les que integran el escalafón C, Técnicos Especialistas de la 
Fuerza Aérea Militar. Es decir, que se les equipara para que 
todos tengan la misma condición en ocasión de su retiro. 


Quiero destacar que el proyecto tuvo origen legislativo y 
que el señor Ministro de Defensa Nacional, con fecha 26 de 
julio de 1999, manifestó estar de acuerdo con el mismo dicien- 
do: «Por consiguiente, el suscrito considera de estricta justicia, 
por una razón de igualdad jurídica, la aprobación del proyecto 
en estudio.» 


Por otro lado, se cumple con la exigencia determinada en el 
artículo 86, inciso segundo, de la Constitución, que dice que la 
iniciativa corresponderá al Poder Ejecutivo. 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Léase el artículo único. 


(Se lee:) 


«Artículo Unico.- Decláranse comprendidos en los 
beneficios establecidos por la Ley N* 16.629, de 28 de 
noviembre de 1994, a los Oficiales Superiores o Jefes 
que hayan pasado o pasen a situación de retiro a partir 
de la fecha de vigencia de dicha ley, por aplicación de 
lo dispuesto en el artículo 397 de la Ley N* 13.032, de 
7 de diciembre de 1961.» 
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-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


13) PERSONAL SUPERIOR Y SUBALTERNO DEL MI- 
NISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
punto que figura en vigésimoprimer lugar del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se sustituye el artículo 105 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en la redacción 
modificativa dada por el artículo 61 de la Ley N* 16.226, de 
29 de octubre de 1991 (bonificación de servicios a buzos mili- 
tares, técnicos electricistas y electrónicos, paracaidistas del ejér- 
cito y personal afectado a la recuperación de artefactos explo- 
sivos. (Carp. N* 1421/99 - Rep. N* 945/99)». 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1421/99 
Rep. N* 945/99 


Montevideo, 6 de julio de 1999. 
MENSAJE 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL 
LICENCIADO HUGO FERNANDEZ FAINGOLD 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de someter a con- 
sideración de ese Cuerpo, acorde a lo preceptuado por 
el numeral 7 del artículo 168 de la Constitución de la 
República, el adjunto proyecto de ley por el cual se 
sustituye el artículo 105 de la Ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990, en la redacción dada por el artículo 
61 de la Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. 


Las normas mencionadas refieren al cómputo boni- 
ficado de cuatro años por cada tres de servicios simples 
efectivamente prestados, para los buzos militares que 
trabajan con aire comprimido, técnicos electricistas y 
electrónicos que realizan el mantenimiento de equipos 
que funcionan con alta tensión y emisión de micro on- 
das en el ámbito del Ministerio de Defensa Nacional. 


También se encuentran comprendidos en el régimen 
precitado, el personal subalterno de paracaidistas del 
Ejército y del Servicio de Material y Armamento, espe- 
cialmente afectado a la recuperación de artefactos ex- 
plosivos. 
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El Comando General del Ejército solicita se modifi- 
que la normativa vigente, en virtud de no comprender al 
Personal Superior abocado a las referidas tareas. 


Esta iniciativa se funda en que el Personal Superior 
lleva a cabo las mismas tareas con el correspondiente 
riesgo físico y psicológico, al cual debe agregarse la 
función de instrucción y de supervisión con la consi- 
guiente responsabilidad que por su grado traen apareja- 
das. 


Por los motivos expuestos, se eleva a consideración 
de ese Cuerpo el adjunto proyecto de ley, cuya aproba- 
ción se encarece. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de la 
Asamblea General, con la mayor consideración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Juan Luis Storace. 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO 1*- Sustitúyese el artículo 105 de la 
Ley N* 16.170 de 28 de diciembre de 1990, en la 
redacción modificativa dada por el artículo 61 de la 
Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, por el si- 
guiente: 


“Artículo 105.- Estarán comprendidos en la bonifi- 
cación de servicios, computándoseles cuatro años por 
cada tres de servicios simples efectivamente prestados, 
de acuerdo a sus tareas de riesgo, el Personal Superior y 
Subalterno del Ministerio de Defensa Nacional, que se 
expresa: 


- Buzos militares que cumplen tareas con aire com- 
primido. 


- Técnicos electricistas y electrónicos que realizan 
el mantenimiento de equipos que funcionan con alta 
tensión y emisión de micro-ondas. 


- Paracaidistas del Ejército que se mantengan en si- 
tuación de paracaidista activo. 


- Los especialmente afectados a la recuperación de 
Artefactos Explosivos pertenecientes al Servicio de Ma- 
terial y Armamento del Ejército”. 


ARTICULO 2”- Comuníquese, publíquese y archí- 
vese. 


JUAN LUIS STORACE.» 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 


-En discusión general. 
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Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Santoro. 


SEÑOR SANTORO.- Por este proyecto de ley se procura 
equiparar la situación del personal superior de las Fuerzas Ar- 
madas a la de otros integrantes que cumplen, a ese nivel, tareas 
de riesgo y que se relaciona con la bonificación que reciben, a 
efectos del retiro, ya que se les computa cuatro años de servi- 
cio por cada tres de servicio simple, efectivamente prestado. 
Esta disposición, actualmente vigente, corresponde al artícu- 
lo 105 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, con 
la redacción modificativa dada por el artículo 61 de la Ley 
N* 16.226, de 29 de octubre de 1991. La misma comprende al 
personal que cumple tareas que entrañan riesgo físico y psico- 
lógico, como los buzos militares que emplean aire comprimido 
y los técnicos electricistas y electrónicos, que realizan el man- 
tenimiento de equipos que funcionan con alta tensión y emi- 
sión de microondas, en la órbita del Ministerio de Defensa 
Nacional. Actualmente, se encuentra comprendido todo el per- 
sonal, menos los Oficiales que desempeñan dichas tareas. Con 
este proyecto se procede a incorporar a esa bonificación para 
el retiro a los señores Oficiales que cumplen las mencionadas 
tareas de riesgo, a nivel de las Fuerzas Armadas. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Comprendemos el hecho de que de- 
terminados funcionarios que corren riesgos en el desempeño 
de sus funciones tengan derecho a la bonificación aludida, ini- 
ciativa que vamos a votar. Sin embargo, debemos aclarar que 
es muy injusto que solamente a determinado personal militar 
se le reconozca este derecho, porque hay un elevado número 
de trabajadores que perdieron, por efecto de la Ley N* 16.713, 
las bonificaciones que tenían y que habían sido otorgadas por 
ley. Digo esto, porque la Ley de Seguridad Social derogó todo 
lo que había beneficiado a los trabajadores con determinadas 
bonificaciones. Entonces, lo justo sería que si se establece para 
estos funcionarios este beneficio, también se reconozca el de- 
recho de otros trabajadores a tener o recuperar esa bonifica- 
ción, la que, reitero, se eliminó por efecto de la Ley de Seguri- 
dad Social, dejando librada la función de determinar los cam- 
pos de la actividad sujeta a este régimen especial de bonifica- 
ciones, enteramente al Poder Ejecutivo. Es decir que se dele- 
gó, virtualmente, al Poder Ejecutivo la determinación de ese 
beneficio. 


Respecto de este tema, presentaremos un proyecto de ley 
para que se beneficien también estas personas. En ese momen- 
to, voy a ver si se vota de la misma manera porque, reitero, es 
un hecho tremendamente injusto. 


Aclaro que no voy a dejar de votar este proyecto de ley, 
porque se trata de funcionarios a quienes corresponde este 
derecho. Sería injusto no aprobarlo por el solo hecho de que 
ese beneficio no se extienda a los demás trabajadores, pese a 
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que nos parece injusto que quede reducido a un sector especí- 
fico y que no se corrija la referida Ley de Seguridad Social, 
que «borró» prácticamente las bonificaciones existentes para 
muchos tipos de actividad. Espero que se mantenga el mismo 
criterio que se emplea hoy cuando planteemos la derogación 
de esa disposición de la Ley de Seguridad Social que ocasionó 
enormes perjuicios a trabajadores, quienes tenían el mismo 
derecho a ser bonificados en lo referente a su jubilación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
-En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto. 

(Se lee:) 


«Artículo 1”.- Sustitúyese el artículo 105 de la Ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en la redacción 
modificativa dada por el artículo 61 de la Ley N* 16.226, 
de 29 de octubre de 1991, por el siguiente: “Artículo 
105.- Estarán comprendidos en la bonificación de servi- 
cios, computándoseles cuatro años por cada tres de ser- 
vicios simples efectivamente prestados, de acuerdo a 
sus tareas de riesgo, el Personal Superior y Subalterno 
del Ministerio de Defensa Nacional, que se expresa: 


-Buzos militares que cumplen tareas con aire com- 
primido. 


-Técnicos electricistas y electrónicos que realizan el 
mantenimiento de equipos que funcionan con alta ten- 


sión y emisión de micro-ondas. 


-Paracaidistas del Ejército que se mantengan en si- 
tuación de paracaidista activo. 


-Los especialmente afectados a la recuperación de 
Artefactos Explosivos pertenecientes al Servicio de Ma- 
terial y Armamento del Ejército.” » 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 
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SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Con enorme brevedad, simplemente 
quiero decir que comparto todas y cada una de las palabras 
que pronunció el señor Senador Sarthou al tratarse este pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SEGOVIA.- No quiero dejar pasar esta instancia 
-a pesar de las manifestaciones que acaba de hacer el señor 
Senador Korzeniak- sin expresar que también compartimos to- 
talmente las palabras vertidas por el señor Senador Sarthou. Al 
mismo tiempo, estamos dispuestos a llevar adelante ese pro- 
yecto de ley que normalizaría la situación de tantos otros fun- 
cionarios civiles que participan de las mismas actividades y sin 
ese tipo de beneficios. 


14) ACTO CONMEMORATIVO DE LA INDEPENDEN- 
CIA DE LA REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRA- 
SIL 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
punto que figura en vigésimosegundo lugar del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se autoriza a efectivos del Regi- 
miento de Caballería Mecanizado N* 7, con asiento en la 
ciudad de Río Branco a concurrir a la República Federativa 
del Brasil, ciudad de Yaguarón para participar en los actos 
conmemorativos de la Independencia de dicho país. (Carp. 
N* 1424/99 - Rep. N* 946/99).» 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1424/99 
Rep. N* 946/99 


MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


MENSAJE 
Montevideo, 13 de julio de 1999. 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL 
LIC. HUGO FERNANDEZ FAINGOLD 


El Poder Ejecutivo remite a su consideración el pre- 
sente proyecto de ley, a efectos de que ese Cuerpo con- 
ceda la autorización establecida en el numeral 12 del 
artículo 85 de la Constitución de la República, para que 
efectivos militares pertenecientes al Regimiento de Ca- 
ballería Mecanizado N* 7, con asiento en la ciudad de 
Río Branco, consistentes en: Banda de Músicos, Bande- 
ras y Escolta (tres Oficiales y cuatro Personal Subalter- 
no), una Sección (un Oficial y veinte Personal Subalter- 
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no con armamento individual) y un vehículo liviano para 
integrar el Estado Mayor, participen en el acto conme- 
morativo de la Independencia de la República Federati- 
va del Brasil, a efectuarse el próximo 7 de setiembre 
del corriente año en la ciudad de Yaguarón del citado 
país. 


Por lo expuesto, se encarece a dicho Cuerpo la apro- 
bación del proyecto de ley que se acompaña. 


Saluda al señor Presidente con la mayor considera- 
ción. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Carlos Olarreaga, Juan Luis Sto- 
race, Roberto Rodríguez Pioli. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.- Autorízase a los efectivos del Regi- 
miento de Caballería Mecanizado N* 7, con asiento en 
la ciudad de Río Branco, que a continuación se deta- 
llan: Banda de Músicos, Banderas y Escolta (tres Ofi- 
ciales y cuatro Personal Subalterno), una Sección (un 
Oficial y veinte Personal Subalterno con armamento in- 
dividual) y un vehículo liviano para integrar el Estado 
Mayor, a concurrir a la República Federativa del Brasil, 
ciudad de Yaguarón, a efectos de participar en el acto 
conmemorativo de la Independencia de dicho país, que 
se realizará el día 7 de setiembre del corriente año. 


CARLOS OLARREAGA, JUAN LUIS STORA- 
CE, ROBERTO RODRIGUEZ PIOLI.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Tturria. 


SEÑOR ITURRIA.- El contenido del Mensaje de este pro- 
yecto de ley lo dice todo. Se trata de la celebración de la fiesta 
nacional de la República Federativa del Brasil y, como es tra- 
dicional, se produce el traslado de efectivos militares cuando 
hay fiestas patrias del lado brasileño. Lo mismo ocurre cuando 
se trata de fiestas patrias uruguayas. Esto se integra dentro del 
sistema de relacionamiento, no sólo nacional, sino también re- 
gional o local, existiendo una buena comunicación que justifi- 
ca perfectamente autorizar esta solicitud del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 


-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-425 


En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


«Artículo único.- Autorízase a los efectivos del Re- 
gimiento de Caballería Mecanizado N* 7, con asiento 
en la ciudad de Río Branco, que a continuación se deta- 
llan: Banda de Músicos, Banderas y Escolta (tres Ofi- 
ciales y cuatro Personal Subalterno), una Sección (un 
Oficial y veinte Personal Subalterno con armamento in- 
dividual) y un vehículo liviano para integrar el Estado 
Mayor, a concurrir a la República Federativa del Brasil, 
ciudad de Yaguarón, a efectos de participar en el acto 
conmemorativo de la Independencia de dicho país, que 
se realizará el día 7 de setiembre del corriente año.» 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


15) GENERAL EUGENIO GARZON 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en vigésimotercer término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se designa con el nombre “General 
Eugenio Garzón” la Brigada de Infantería N* 1 del Comando 
General del Ejército. (Carp. N* 1428/99 - Rep. N* 947/99).» 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1428/99 
Rep. N* 947/99 


Montevideo, 20 de julio de 1999. 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL 
LICENCIADO HUGO FERNANDEZ FAINGOLD 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, a efectos de someter a su consideración, atento 
a lo dispuesto en el numeral 13 del artículo 85 de la 
Constitución de la República, el adjunto proyecto de ley 
por el cual se designa a la Brigada de Infantería N* 1 
del Comando General del Ejército, con el nombre de 
«General Eugenio Garzón». 


Esta iniciativa tiene su fundamento en jerarquizar a 
las reparticiones militares, asignándoles nombres de per- 
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sonalidades o hechos históricos de relevancia, vincula- 
dos a la historia de nuestro país. 


La memoria del General Eugenio Garzón siempre ha 
acompañado a nuestras Fuerzas Armadas con singular 
orgullo. El mismo prestó servicios a la causa de la inde- 
pendencia de América, habiendo combatido junto a los 
Generales José Artigas, José Rondeau, José de San Mar- 
tín y Juan Pedro Luna. 


El mencionado Oficial General luchó en el Ejército 
Republicano contra el Brasil a partir de junio de 1826, 
desempeñándose como Jefe del Batallón 3ro. de Caza- 
dores desde el 6 de agosto de ese año. 


Se desempeñó como Ministro de Guerra y Marina 
desde el 26 de diciembre de 1828 hasta el 29 de agosto 
de 1829, con retención del cargo de Jefe del Batallón 
3ro. de Cazadores, el que a partir del 24 de febrero de 
1829 pasó a denominarse 1” de Cazadores, constituyen- 
do este último el origen del Batallón *Florida” de Infan- 
tería N* 1. 


El Comando General del Ejército considera perti- 
nente asignar el nombre de “General Eugenio Garzón” a 
la Brigada de Infantería N* 1, de la cual depende el 
Batallón “Florida” de Infantería N* 1, asegurando la me- 
moria de este insigne personaje. 


Acorde a lo expresado precedentemente, se solicita 
al señor Presidente la atención de ese Cuerpo el Proyec- 
to de Ley que se acompaña, cuya aprobación se encare- 
ce. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente de la 
Asamblea General con la mayor consideración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Juan Luis Storace. 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO 1”.- Desígnase a la Brigada de Infante- 
ría Nro. 1 del Comando General del Ejército, con el 
nombre de “General Eugenio Garzón”. 


ARTICULO 2”.- Comuníquese, publíquese y archí- 
vese. 


Juan Luis Storace..» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 


-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Iturria. 
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SEÑOR ITURRIA.- Voy a tomar algunos minutos más de 
los que acostumbro a utilizar cuando hago uso de la palabra, 
en virtud de que por circunstancias de la función que cumplí, 
en determinado momento me interesé por estudiar la persona 
del General Eugenio Garzón, quien fuera el primer Ministro de 
Guerra y Marina del Uruguay. 


Habiendo ingresado a la búsqueda de datos biográficos y 
de la actuación militar y política de esta persona, me encontré 
con una figura de una riqueza increíble y quizás no demasiado 
conocida en el Uruguay. 


El general Garzón, junto con su hermano, fueron llevados 
siendo casi niños por su madre ante Artigas, quien los recogió, 
y junto a él trabajaron. Posteriormente continuó su carrera mi- 
litar a las órdenes de Rondeau e integró el Ejército de los 
Andes junto a San Martín, ocupando puestos importantes como 
ayudante, etcétera. 


Por otro lado, tiene la característica de haber ingresado con 
los ejércitos libertadores en Santiago de Chile, en Lima y en 
Quito. Esto es muy interesante porque su carrera incluso estu- 
vo signada en distintos momentos por ascensos que le permi- 
tieron ser Coronel por designación varia y en distintas oportu- 
nidades. Tuvo actuaciones singulares como en Pichincha y se 
le considera héroe, tanto en Ecuador como en Perú. Es más; en 
este último país se le reconoció como héroe nacional y el 
monumento que de él hay en el Parque Batlle fue donado por 
el pueblo y el gobierno de Perú. Asimismo, se le honra en el 
cerro de Pichincha, donde ocurrió una batalla tan decisiva y 
donde la actuación de Eugenio Garzón fue determinante, junto 
con la de otros uruguayos también destacados. Por nuestra 
parte, logramos colocar allí un busto en el mausoleo que con- 
memora ese hecho histórico en Ecuador. Actuó bajo las órde- 
nes de Artigas, de Rondeau, de San Martín, de Santa Marta, de 
Bolívar y terminó solicitando autorización para servir a las 
órdenes de Alvear en la última etapa de la Guerra de la Inde- 
pendencia de la República Oriental del Uruguay. Precisamen- 
te, en carta fechada por Alvear en el año 1832, éste reconoce 
que quien determinó el lugar y la oportunidad de librar la 
Batalla de Ituzaingó -que fuera decisiva- fue el General Gar- 
zÓón, quien había adquirido a través de su largo periplo por 
toda América, grandes conocimientos y aptitudes para la gue- 
rra. Gracias a su dedicación, intuición y conocimiento, permi- 
tió una ubicación favorable del Ejército de las Provincias Uni- 
das del Río de la Plata para dar una batalla decisiva. 


Luego siguió actuando; fue Ministro de Guerra y Marina, y 
cuando pudo ser Presidente, murió de enfermedad. 


En el ámbito americano, es sin duda el uruguayo de mayor 
destaque en la Guerra de la Independencia, por todo lo que 
manifesté y por la actuación que también tuvo en los distintos 
campos, interviniendo en todas las batallas principales. Lo hizo 
con destaque y recibió en reiteradas oportunidades medallas 
como consecuencia de los méritos en las acciones de guerra. 


Deseaba extenderme en esta manifestación porque creo que 
el fundamento del proyecto de ley se queda corto, dada la 
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figura e importancia que tiene la persona de Eugenio Garzón, 
no sólo para Uruguay, sino también como un nexo entre los 
países de América, ya que estuvo en todos ellos y fue parte de 
los ejércitos que lucharon por la independencia americana. En 
un momento difícil en las relaciones entre Perú y Uruguay, 
evidentemente que destacar la figura de estos hombres ayuda 
muchas veces a mejorarlas y genera lazos históricos que hacen 
a la hermandad americana. 


En consecuencia, creo que el proyecto de ley tiene un fun- 
damento muy importante y esta figura merece toda la conside- 
ración de los orientales porque fue, realmente, un ejemplo en 


lo nacional y en lo internacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

«Artículo único.- Desígnase a la Brigada de Infante- 
ría N* 1 del Comando General del Ejército, con el nom- 
bre de “General Eugenio Garzón”.» 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el proyecto de ley aprobado por ser igual al 
considerado) 


16) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO 
PARA EXONERAR DE SU CARGO A UNA FUN- 
CIONARIA PUBLICA 


SEÑOR CID.- Pido la palabra para una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Estamos en condiciones de pasar a conside- 
rar el segundo punto del orden del día, es decir, el proyecto de 
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ley por el que se regulan las técnicas de reproducción humana 
asistida; sin embargo, en función del horario, de lo complejo 
del tema y de que, en definitiva, no va a ser aprobado por 
ambas Cámaras -como era la aspiración de la Comisión de 
Salud Pública- formulo moción para que se altere el orden del 
día y se trate a continuación el punto que figura en vigésimo 
cuarto lugar, relativo a una venia de destitución que viene 
consensuada de la Comisión de Asuntos Administrativos, y 
luego el que figura en noveno lugar, que tiene que ver con el 
reglamento del ejercicio de la profesión del psicólogo. Este 
último es un proyecto de ley que tiene media sanción, que ha 
sufrido un largo proceso parlamentario -por lo menos de dos 
Legislaturas- y que cuenta con el voto unánime de la Comisión 
de Salud Pública; por lo tanto, creemos que tiene buenas posi- 
bilidades de ser aprobado en el breve lapso que queda de la 
sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da por el señor Senador Cid. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a sesión se- 
creta para considerar el asunto que figura en vigésimo cuarto 
lugar del orden del día. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 52 minutos) 
(Vueltos a sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, se reanuda la 
sesión. 


(Es la hora 18 y 553 minutos) 
-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- En sesión 
secreta, el Senado resolvió conceder venia al Poder Ejecutivo 
para destituir de su cargo a una funcionaria del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


17) PROFESION DE PSICOLOGO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el punto que 
figura en noveno lugar del orden del día: «proyecto de ley por 
el que se reglamenta el ejercicio de la profesión del psicólo- 
go». (Carp. N* 1364/99 - Rep. N* 883/99)». 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1364/99 
Rep. N* 883/99 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 
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PROYECTO DE LEY 
CAPITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1”.- El ejercicio de la profesión de psicólo- 
go, en todo el territorio de la República, quedará sujeto 
a las disposiciones de la presente ley. 


CAPITULO II 


CONDICIONES PARA EL EJERCICIO DE LA 
PROFESION 


Artículo 2*.- Para poder ejercer la profesión de psi- 
cólogo en el territorio de la República es exigible: 


A) Título de licenciado en psicología o equivalente, 
otorgado por la Universidad de la República u otras 
universidades o institutos universitarios habilitados por 
el Estado. 


B) Título de licenciado en psicología o equivalente, 
otorgado por universidades extranjeras, revalidado por 
la autoridad competente. 


Artículo 3".- Los profesionales de la psicología que, 
al momento de entrada en vigencia de la presente ley, 
tengan competencia notoria y título diferente, y no cum- 
plan con los requisitos exigidos en el artículo 2*, podrán 
solicitar la habilitación de su título para el ejercicio de 
la profesión ante la Comisión Especial que se crea en el 
artículo siguiente. Para ello, los interesados dispondrán 
de ciento ochenta días a partir de que el Poder Ejecuti- 
vo reglamente la presente ley. 


Artículo 4”.- Créase una Comisión Especial integra- 
da por un representante del Ministerio de Educación y 
Cultura, uno de la Universidad de la República y uno de 
la Universidad Católica del Uruguay “Dámaso Antonio 
Larrañaga”, que tendrá por cometido resolver sobre las 
solicitudes de habilitación, de acuerdo a lo establecido 
en el artículo 3" de la presente ley. 


Las resoluciones serán individuales y fundadas de 
acuerdo con los requisitos que establezca la propia Co- 
misión Especial. Corresponderá los recursos adminis- 
trativos de revocación y jerárquico ante el Poder Ejecu- 
tivo. 


La Comisión Especial dispondrá de ciento ochenta 
días para expedirse una vez presentada la solicitud co- 
rrespondiente. 


Artículo 5”.- Sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 3” de la presente ley, los profesionales de la 
psicología allí referidos podrán solicitar el reconoci- 
miento total o parcial de sus estudios en la Universidad 
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de la República u otras universidades o institutos uni- 
versitarios habilitados por el Estado. 


CAPITULO II 
DEL EJERCICIO DE LA PROFESION 


Artículo 6”.- Todo profesional de la psicología de- 
berá registrar su título o resolución habilitante firme de 
la Comisión Especial en el Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 7”.- Los profesionales referidos en el ar- 
tículo 3” de la presente ley, que hayan solicitado la 
habilitación de su título en las condiciones establecidas 
en la citada disposición, podrán ejercer su profesión 
hasta tanto no exista una resolución firme de la Comi- 
sión Especial creada por el artículo 4” de la presente 
ley. 


CAPITULO IV 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo $”.- El Poder Ejecutivo reglamentará la pre- 
sente ley en un plazo de ciento ochenta días a contar de 
la fecha de su promulgación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 7 de abril de 1999, 


ARIEL LAUSAROT PERALTA 
MARTIN GARCIA NIN Presidente 
Secretario 


Comisión de Salud Pública 
y Asistencia Social 


INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia So- 
cial aconseja al Cuerpo la aprobación del presente pro- 
yecto de ley, por los motivos que se exponen a conti- 
nuación. 


La voluntad de sancionar una iniciativa como la pre- 
sentada se remonta a la anterior Legislatura, y se en- 
cuentra motivada en la preservación del interés general. 
Se fundamenta en el hecho que los profesionales de la 
psicología se desenvuelven en el delicado campo del 
equilibrio psicofísico social del individuo y que por lo 
tanto deben contar con una sólida base formativa que 
garantice que el paciente cuente con las garantías sufi- 
cientes de enfrentar un técnico con la competencia sufi- 
ciente para atender tan delicado equilibrio. El Estado, 
en ese aspecto, no puede eludir las responsabilidades 
que le competen en cuanto a garantizar las exigencias 
de idoneidad de dichos técnicos. 
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Por otra parte, este proyecto de ley trata de concre- 
tar una aspiración de los profesionales universitarios de 
la psicología que tiene larga data y que en lo fundamen- 
tal se orienta, por un lado, a asegurar a la comunidad 
que el ejercicio de la profesión quedará reservado para 
quienes acrediten una formación universitaria sólida y 
seria. Y por otro lado, a dar a los psicólogos profesio- 
nales un grado de protección necesaria, aspecto este 
que se contempla con la incorporación de disposiciones 
tendientes a prestigiar la profesión. 


Es conocido que los psicólogos experimentan, desde 
hace tiempo, la necesidad de tener una reglamentación 
para el ejercicio de la profesión, dado que les ha sido 
dificultoso, por lo general, defender un espacio profe- 
sional específico y jerarquizado. Por lo tanto, la sanción 
de una ley que reglamente el ejercicio de la profesión 
no solamente es una manera de defenderla, sino tam- 
bién de asegurar el derecho que asiste a todo individuo 
solo o agrupado a recibir la atención de un profesional 
especialmente capacitado, en el área de su competencia. 


Es claro, en fin, que en las circunstancias actuales, 
ni los objetivos enunciados en este proyecto pueden 
alcanzarse, ni las dificultades anotadas eliminarse o dis- 
minuirse en importante medida, si no se encara la con- 
sagración, por vía legislativa, de una regulación míni- 
ma. El logro de esas finalidades sólo puede concretarse 
mediante un marco normativo idóneo para regularizar 
ahora y orientar en el futuro el ejercicio de la profesión. 
Y es claro asimismo, que esas normas deben tener ran- 
go legal, lo que determina la necesidad de la aprobación 
-en el menor tiempo posible- de un proyecto como el 
que se propone. 


Cuestiones semejantes a las indicadas en esta expo- 
sición se han presentado en los países vecinos. Pero 
ellos nos aventajan, al haber avanzado en la regulación 
legislativa del ejercicio de la profesión de psicólogo, 
consagrando fórmulas diversas, aunque en general con 
soluciones similares a las que propiciamos. De modo 
pues, que el Derecho Comparado puede tomarse como 
un argumento de apoyo a que lo proyectado tenga san- 
ción legislativa. 


A solo título ilustrativo, es oportuno mencionar que 
esa legislación comprende: en Brasil, la Ley de la Re- 
pública N* 4.119, de 27 de agosto de 1962 y Decreto 
Reglamentario N* 53.464, de 21 de enero de 1964; en 
la República Argentina, las siguientes Leyes Provincia- 
les: N* 5.467 de Tucumán, de 25 de febrero de 1983; 
N* 4.511 de San Luis, de 28 de octubre de 1983; 
N* 7.106 de Córdoba, de 1984 y N* 9.538 de Santa Fe, 
de 30 de noviembre de 1984, así como la Ley de la 
Nación N* 23.277. 


En el artículo 1” se deja sujeto el ejercicio de la 
profesión de psicólogo a las disposiciones de la presen- 
te ley. 
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En el artículo 2*, literal A) se plantean las exigen- 
cias de título otorgado por la Universidad de la Repú- 
blica u otras Universidades o Institutos universitarios 
habilitados por el Estado, quedando determinado el ni- 
vel académico exigible para el ejercicio de la profesión. 
En el literal B) se determina que se reconoce como 
nivel académico exigible el que sea revalidado o reco- 
nocido por la Universidad de la República u otras uni- 
versidades habilitadas por el Estado de títulos otorga- 
dos por universidades extranjeras. 


En el artículo 3% pretende atender la situación de 
aquellos que en la actualidad ejercen la profesión de 
psicólogos y no cumplen con los requisitos que pasarán 
a exigirse al momento de entrada en vigencia de la pre- 
sente ley, posibilitando que se solicite la habilitación 
del título que posean ante una comisión que se crea en 
el artículo siguiente. A su vez se define el plazo del que 
dispondrán los interesados. 


El objetivo es compatibilizar las situaciones de he- 
cho que se dan en la actualidad, en la que coexisten 
diferentes niveles académicos, con la voluntad de modi- 
ficar por las razones expuestas, las exigencias para el 
ejercicio de la profesión. 


El artículo 4? crea la Comisión a que hace referencia 
el artículo 3%, el carácter de los dictámenes y el plazo 
del que dispondrá dicha Comisión para expedirse. 


El artículo 5” habilita otra vía para que los profesio- 
nales que no estén contemplados en el artículo 2* pue- 
dan solicitar el reconocimiento total o parcial de sus 
estudios en la Universidad de la República u otras Uni- 
versidades habilitadas por el Estado. 


El artículo 6 impone la obligación de registrar el 
título ante el Ministerio de Salud Pública, posibilitando 
de esta manera poder tener control sobre quienes que- 
dan habilitados a ejercer dicha profesión y por primera 
vez contar con una fuente de datos que permita identifi- 
car la cantidad de profesionales de la psicología. 


El artículo 7* hace incurrir en delito a quienes sin 
tener título habilitado se atribuya el carácter de psicólo- 
go o ejerza actos propios de dicha profesión. 


El artículo 8” determina el plazo con que contará el 
Poder Ejecutivo para reglamentar la presente ley. 


El artículo 9” deroga todas las disposiciones legales 
o reglamentarias que se opongan a la misma. 


Sala de la Comisión, 5 de noviembre de 1997. 


LUIS BATLLE BERTOLINI Miembro Infor- 
mante, JORGE CHAPPER, RUBEN FERREI- 
RA CHAVES, JAVIER GARCIA, JOSE BA- 
YARDI, con salvedades en el artículo 4%, que 
expondrá en Sala. 
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PROYECTO DE LEY 
CAPITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1”.- El ejercicio de la profesión de psicólo- 
go, en todo el territorio de la República, quedará sujeto 
a las disposiciones de la presente ley. 


CAPITULO II 


CONDICIONES PARA EL EJERCICIO DE LA 
PROFESION 


Artículo 2*.- Para poder ejercer la profesión de psi- 
cólogo en el territorio de la República es exigible: 


A) Título de psicólogo o equivalente, otorgado por 
la Universidad de la República, u otras universidades o 
institutos universitarios habilitados por el Estado. 


B) Título otorgado por universidades extranjeras, ya 
sea revalidado o reconocido, según los casos, por la 
Universidad de la República o universidades habilitadas 
por el Estado. 


Artículo 3".- Los profesionales de la psicología que 
al momento de entrada en vigencia de la presente ley, 
no cumplan con los requisitos exigidos en el artículo 22, 
podrán solicitar la habilitación de su título para el ejer- 
cicio de la profesión ante la Comisión que se crea en el 
artículo siguiente. Para ello, los interesados dispondrán 
de ciento ochenta días a partir de que el Poder Ejecuti- 
vo dicte la reglamentación de la misma. 


Artículo 4”.- Créase una comisión integrada por un 
representante del Ministerio de Educación y Cultura, 
uno de la Universidad de la República y uno de la Uni- 
versidad Católica del Uruguay “Dámaso Antonio Larra- 
ñaga”, que tendrá por cometido dictaminar sobre las 
solicitudes de habilitación, de acuerdo a lo establecido 
en el artículo precedente. 


Los dictámenes serán individuales, debiendo contar 
con el voto conforme del representante del Ministerio 
de Educación y Cultura. 


La comisión referida dispondrá de ciento ochenta 
días para expedirse, luego de la comparecencia corres- 
pondiente. 


Artículo 5”.- Sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 3", los profesionales de la psicología allí referi- 
dos, podrán solicitar el reconocimiento total o parcial 
de sus estudios, en la Universidad de la República u 
otras universidades habilitadas por el Estado. 
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CAPITULO II 
DEL EJERCICIO DE LA PROFESION 


Artículo 6”.- Todo título de psicólogo deberá estar 
registrado en el Ministerio de Salud Pública. 


Artículo 7”.- El que sin disponer de título habilitado 
de psicólogo se atribuyere el mismo o realizare actos 
propios de dicha profesión, ya fuere en forma onerosa o 
gratuita, incurrirá en el delito previsto en el artículo 167 
del Código Penal. 


CAPITULO IV 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo $”.- El Poder Ejecutivo reglamentará la pre- 
sente ley en un plazo de ciento ochenta días a contar de 
la fecha de su promulgación. 


Artículo 9”.- Deróganse todas las disposiciones le- 
gales y reglamentarias que se opongan a esta ley. 


Sala de la Comisión, 5 de noviembre de 1997. 


LUIS BATLLE BERTOLINI Miembro Infor- 
mante, JORGE CHAPPER, RUBEN FERREI- 
RA CHAVES, JAVIER GARCIA, JOSE BA- 
YARDI, con salvedades en el artículo 4%, que 
expondrá en Sala.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Como recién se explicaba cuando 
se formuló la moción para alterar el orden del día, este proyec- 
to de ley ha sido objeto de un extensísimo tratamiento parla- 
mentario. Tanto la Comisión que intervino en el seno de la 
Cámara de Representantes, como la que actuó en el Senado y 
también, en forma particular, cada uno de sus miembros, han 
recibido a todos los grupos interesados en estas disposiciones 
legales: los que están conformes con ella, los que no lo están 
tanto y los que, directamente, no coinciden. En definitiva, fue 
un proyecto de ley muy trabajoso por el cual, básicamente, lo 
que se hace es reglamentar -con lo lacónico que debe ser el 
tema, porque así ha sido con todas las profesiones- el ejercicio 
de la profesión del psicólogo. 


Se establece la necesidad de tener un título expedido por la 
Universidad de la República o por la Universidad Católica del 
Uruguay. Para evitar que se vean impedidas de ejercer la pro- 
fesión aquellas personas que actualmente se desempeñan como 
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psicólogos pero no disponen de ese requisito, se les otorga un 
plazo muy extenso, si mal no recuerdo de 180 días, para que se 
presenten ante una Comisión de conformación tripartita, a los 
efectos de demostrar sus notorios conocimientos, aunque no 
hayan obtenido la titulación respectiva. 


Nos parece que, básicamente, es una norma que encierra 
justicia y no pretende ir más allá de donde debe ir el Legisla- 
dor en esta materia, que es referirse al ejercicio de la profe- 
sión; lógicamente, no está en condiciones de dictarle normas 
de actuación a esa Comisión que, naturalmente, tendrá sus cri- 
terios universitarios, que no son materia del Parlamento y, por 
tanto, no los puede invadir. 


En consecuencia, en la Comisión de Salud Pública hemos 
entendido que correspondía aprobar este proyecto de ley. El 
trámite del mismo ha hecho pensar a mucha gente -entre quie- 
nes nos encontramos, al igual que personas vinculadas a la 
Facultad de Psicología y a esta profesión, que nos han visitado 
y lo expresaron- que, sin perjuicio de que probablemente siem- 
pre exista la posibilidad de alguna mejora del texto, es necesa- 
rio que después de tantos años, algo tan delicado como es el 
ejercicio de una profesión de esta naturaleza, tenga su básica 
reglamentación legal. 


Estas razones son las que nos motivan y las que motivaron 
a la Comisión a aconsejar al Senado la aprobación del proyec- 
to de ley. De no hacerlo, seguramente todo volvería a punto 
cero y el tema requeriría nuevamente años y años de discusión, 
cuando se trata de algo que debe tener un marco legal y que 
ofrece en su propio texto un mecanismo para evitar que quien 
trabaja en esto deje de hacerlo, sin que se le brinde ninguna 
oportunidad. El proyecto de ley contempla, precisamente, esa 
situación. 


La única reserva que alguna vez se planteó dentro de la 
Comisión, sin apearse de la idea central de aprobar la ley, era 
la situación de algunos estudiantes. 


Obviamente, este proyecto de ley no se refiere a la carrera 
universitaria, sino al ejercicio de una profesión y, por lo tanto, 
debe aludir exclusivamente a los títulos que son necesarios. 


Básicamente, estas son las razones por las cuales se acon- 
seja la aprobación del proyecto de ley. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- En términos generales, acompaña- 
mos lo manifestado por el señor Miembro Informante, aunque 
pocas veces se nos planteó con tanta nitidez la realidad del 
refrán de que lo mejor es enemigo de lo bueno. Digo esto 
porque cuando entramos a la consideración de este proyecto 
nos encontramos con que ciertos aspectos quizás deberían ser 
objeto de alguna modificación. Sin embargo, como dijo el 
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Miembro Informante, se trata de un proyecto que tiene mucho 
tiempo en tránsito parlamentario y si hay algo que tenemos 
claro es que la profesión de psicólogo necesita ser reglamenta- 
da en forma urgente, en beneficio de la sociedad en su conjun- 
to. Cualquier modificación que se introdujera a esta altura del 
trámite parlamentario pondría en peligro la suerte del proyecto 
en la actual Legislatura. 


En cuanto al tema que mencionó el señor Senador Korze- 
niak sobre los estudiantes que cursan -algunos de ellos hace 
muchos años que están estudiando la carrera- en institutos que 
no están habilitados por no ser universitarios, nos han tranqui- 
lizado las explicaciones brindadas en el sentido de que van a 
poder revalidar las materias mediante un trámite bastante sen- 
cillo para algún instituto que sí esté habilitado. De esta mane- 
ra, los estudios cursados no van a perderse desde el punto de 
vista de un eventual ejercicio de la profesión, y reitero que la 
revalidación se va a poder realizar mediante un trámite admi- 
nistrativo bastante sencillo. 


En la discusión particular vamos a ingresar en forma muy 
esquemática en otros aspectos que pueden merecer alguna pre- 
cisión para esclarecer el espíritu y el sentido con el cual vamos 
a votar las distintas disposiciones de este proyecto de ley. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Señor Presidente: estamos a fa- 
vor de que se establezcan determinados requisitos a la profe- 
sión de psicólogo. Sin embargo, queremos hacer una reseña 
porque este proyecto de ley tuvo una larga recorrida por la 
Cámara de Representantes y, por más que ha merecido algunas 
modificaciones en su texto original, me sigue mereciendo fuer- 
tes objeciones. 


Digo esto porque, en primer lugar, existe el principio de 
libertad de educación y de trabajo; es cierto que debemos limi- 
tarlo en favor del público, para brindar ciertas garantías, pero 
no se entiende que se restrinja cuando no está en juego la salud 
humana. El primer aspecto que debemos tener en cuenta es que 
hay personas que tal vez durante quince o veinte años han 
ejercido la profesión, siendo egresadas de casas de estudio que 
hoy están habilitadas -porque el Legislador ha asumido la res- 
ponsabilidad de determinar cuáles eran válidas y cuáles no- 
pero que no lo estaban entonces. Por ejemplo, tenemos perso- 
nas que egresaron de la Universidad Católica cuando era el 
Instituto de Filosofía y Ciencias, y probablemente se trate de 
profesores de los que hoy son alumnos de la Universidad Cató- 
lica. 


En consecuencia, si la necesidad de demostrar la compe- 
tencia notoria está referida a la psicología clínica -es decir la 
que trabaja con la salud humana- estoy totalmente de acuerdo 
con este proyecto de ley; pero no advierto la necesidad de 
inhibir o de quitar la habilitación profesional a quien, por ejem- 
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plo, trabaje en el área de asesoramiento de campañas publicita- 
rias, en el área laboral o en tantos otros sectores donde se 
desempeñan los psicólogos. 


En segundo término, este proyecto me merece una fuerte 
objeción porque, pese a nuestro ruego en cierto momento, no 
establece ninguna garantía para los estudiantes. Cuando en el 
Uruguay se estableció que la profesión de procurador debía ser 
universitaria, hubo un régimen de transición generoso para quie- 
nes ya tenían situaciones creadas. Es más; hubo un mecanismo 
por el que se reconoció en forma automática la condición de 
procurador a quienes, no habiendo egresado de la Universidad, 
hacía cierta cantidad de años que la ejercían; y a quienes te- 
nían menos años, se les dio la oportunidad de realizar un mini- 
curso de seis meses o un año. Personalmente, conozco a algu- 
nas personas que hicieron el curso en la Facultad de Derecho. 
Estamos hablando del señor que iba a hacer los trámites al 
Juzgado y que, eventualmente, representaba a la parte, pero 
siempre con la necesidad de la firma letrada como última ga- 
rantía de la cosa. En síntesis, en este caso se produjo una 
transición. 


Por lo expuesto, estoy de acuerdo con que, como regla de 
juego, en el futuro se diga que en el Uruguay queremos que 
para que alguien sea psicólogo debe cumplir determinados re- 
quisitos. Eso es correcto. Reconocemos que se ha mejorado el 
texto original, que directamente penalizaba a quien se autolla- 
maba psicólogo, aunque igualmente se lo va a sancionar por- 
que se va a tratar del ejercicio ilegal de una profesión que está 
reglada. Sin embargo, en el caso de los estudiantes este pro- 
yecto de ley no tiene ninguna garantía, más allá de las palabras 
que se puedan haber dicho, que son aire y se van al aire. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pienso que el señor Senador At- 
chugarry está confundiendo dos o tres temas. En primer lugar, 
el proyecto de ley no se refiere -ni podría hacerlo- a los estu- 
diantes. Este es un tema clásico del Derecho Público que en 
todos los manuales se titula «Parlamento y Universidad». La 
situación de los estudiantes no se puede regular. Entonces, si 
una persona estudia psicología en cualquier lugar, las reválidas 
se regulan por lo que establezcan las universidades en sus 
ordenanzas sobre este tema, teniendo en cuenta el criterio uni- 
versal de la razonable equivalencia. La ley no puede regular 
este tema. 


En segundo término, la comparación con la transición en el 
ejercicio de la procuración, por más que se trate de un título 
secundario, no tiene nada que ver con el estudiante, ya que un 
procurador podía ser estudiante, pero también jugador de fút- 
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bol, católico o judío. Lo que la ley estableció como transición 
fue el ejercicio de la profesión de procurador y eso es lo que se 
regula en este caso también. 


En tercer lugar -y me excuso por lo extenso de mi interrup- 
ción- en este proyecto de ley no se establece que quienes ac- 
tualmente ejerzan la profesión de psicólogo sin tener un título 
de la Universidad de la República o de la Universidad Católi- 
ca, no podrán ejercer más. 


Por el contrario, se abre un plazo, repito, extenso, para 
presentarse a acreditar que tienen notorios conocimientos y, 
mientras no haya pronunciamiento, pueden seguir ejerciendo la 
profesión. Es lo que prevé el proyecto de ley. Sin lugar a 
dudas, fue un punto que se discutió en su momento en la Cá- 
mara de Representantes, es decir, si durante el tiempo del pro- 
nunciamiento, la persona podía o no ejercer. 


Sin perjuicio de ello, en una materia como esta siempre 
habrá posibilidades de discutir, tal como sucedió con los técni- 
cos que eran o no egresados de la Universidad, o de las Uni- 
versidades, como se prevé en esta iniciativa. Sinceramente, no 
creo que aquí esté en juego el principio de la libertad de traba- 
jo. Me parece que en este caso se opera muy mediatamente 
respecto a este último tema; es como si alguien, amparado en 
la libertad de trabajo, se propusiera hoy operar a una persona o 
representar en un juicio a alguien, sin tener un título que lo 
habilite. Como alguien tiene que decir cuál es el título habili- 
tante -y eso lo manifiesta el proyecto- esta parece haber sido 
una solución bastante razonable, dentro de la falibilidad del ser 
humano. 


No olvidemos, señor Presidente -pido excusas por lo exten- 
so de mi interrupción- que lo que es hoy la Facultad de Psico- 
logía, ya encierra en sí misma la unificación de una cantidad 
de Escuelas de Psicología que había en el Uruguay. Si algunos 
no quisieron ir más a esas Escuelas y fueron a otras, será 
porque prefirieron diplomas de otro tipo. Tuve el honor de 
presidir el Claustro General de la Universidad cuando se pro- 
dujo esa unificación y recuerdo que una federación de varias 
Escuelas de Psicología finalmente logró unificar programas y 
obtener una Facultad de Psicología. Algo parecido ocurrió en 
la Universidad Católica, que es la otra Universidad que está 
mencionada en esta iniciativa. Las dos son las que van a inte- 
grar la Comisión mixta junto con el Ministerio de Educación y 
Cultura, para pronunciarse respecto de los que tienen notoria 
competencia y ejercen la psicología sin tener título expedido 
por estas Universidades. 


Pienso que se ha llegado a la mejor solución que se podía 
arribar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Atchugartry. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Vamos a tratar de analizar toda 
la intervención del señor Senador Korzeniak. 
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En primer lugar, está en juego la libertad de trabajo porque 
estamos prohibiendo ejercer si no se es egresado de tal lado. 
Quiere decir que lo que hoy es lícito, que es ejercer la psicolo- 
gía, si se es egresado de otro instituto, pasa a ser ilícito. Este es 
el corazón de la ley y no podemos decir que eso no es así. En 
la actualidad, existen varios miles de personas que han egresa- 
do o que están cursando en otras Escuelas que no son las que 
aquí se indican, a las cuales les decimos que quedan fuera 
de la ley y que no pueden ejercer, ya no sólo en salud 
humana -insisto- sino además en ninguna otra área en que esté 
involucrada la psicología. Lo más típico, es la psicología labo- 
ral. Es notorio que hay empresas y agencias de publicidad -a 
las cuales recurrimos todos cuando estamos ante una campaña 
electoral- que emplean a psicólogos a los efectos de orientar- 
los. Quizás un capítulo aparte sea el tema de la psicología 
vinculada a la salud humana. 


En segundo término, el Parlamento tomó una decisión y 
determinó quiénes están o no habilitados; hizo una evaluación 
y llegó a la conclusión de que sí pueden ejercer quienes hayan 
egresados de estas dos casas de estudio. No obstante, la histo- 
ria de la psicología no es tan sencilla como puede ser la de la 
abogacía o la de ciencias económicas. En nuestro país, la psi- 
cología se empezó a enseñar en la Facultad de Humanidades 
hace cuarenta o cincuenta años. Lo recuerdo porque mi padre 
cursaba estudios allí; tengo la vivencia. Entonces, no se trata 
de que aquí estemos comparando a gente que cursó cinco años 
con cierto nivel y rigor académico, con un conjunto de fantas- 
mas que estudiaron por correspondencia; no es así, el nivel es 
muy heterogéneo. Seguramente el país tuvo el pecado de no 
haber regulado este tema antes, pero el pecado ya lo cometió. 
Inclusive, como lo refería el señor Senador Korzeniak hay gen- 
te que se recibió hasta con tres años de estudio, no hace mucho 
tiempo. Ahora se requieren cinco años. Apenas en la década de 
los ochenta se requerían tres años en la Universidad de la 
República para obtener este título. No sé cuáles eran los nive- 
les que requería la Facultad de Humanidades. 


Quiere decir que no estamos frente a una situación homo- 
génea de preparación. Todos estamos de acuerdo con que sea 
de aquí hacia adelante, porque hacia adelante son las reglas del 
juego, pero lo que queremos discutir es lo relativo a la transi- 
ción. Es fácil ponerse de acuerdo sobre lo que sucederá de 
aquí en más. Por ejemplo, para ser psicólogo se pueden exigir 
4,6u 8 años, como se requieren 5 ó 6 años para ser abogado. 
Es lo que la sociedad entiende que se requiere como un míni- 
mo. Pero acá estamos hablando de gente que hoy tiene un 
título, que está ejerciendo, que hace un año que se recibió y 
que va a tener que dejar de trabajar. Digo esto porque el que 
hace quince años que se recibió, tiene la chance de ir a la 
Comisión a probar su competencia notoria, pero, ¿qué hace el 
que se recibió hace un año? Según lo que dice el proyecto de 
ley, tiene que volver a estudiar. 


Claramente, aquí se establece que le van a reconocer a los 
egresados los estudios cursados, o sea, tienen que volver a 
estudiar para completar su formación. En concreto, el artículo 
5” del proyecto de ley establece que sin perjuicio de lo estable- 
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cido en el artículo 3” de la presente ley, los profesionales de la 
psicología allí referidos podrán solicitar el reconocimiento to- 
tal o parcial de sus estudios en la Universidad de la República. 
Si el reconocimiento es parcial, es porque tienen que seguir 
estudiando. 


La dificultad está, señor Presidente, en que si bien se da un 
escape en el artículo 3 -que en realidad no es un escape, 
porque siempre es posible en cualquiera de estas circunstan- 
cias, como lo es para los extranjeros, demostrar la notoria 
competencia- si no se tiene la antigitedad suficiente, aunque se 
haya recibido, hay que volver a cursar estudios. Esa es la hipó- 
tesis que se da en el artículo 3%; de lo contrario, quisiera que se 
explicara qué es lo que se quiere decir. Por otro lado, si soy 
estudiante del último año, ¿cuál es la garantía que me da este 
proyecto de ley de que me van a reconocer los estudios? 


Decía el señor Senador Korzeniak, con razón, que no cono- 
ce ley que se involucre en esos temas. Es correcto; pero tam- 
poco se conoce ley que inhabilite a alguien que está ejerciendo 
de forma lícita y aceptada por la sociedad, y le diga que a 
partir de ahora se quedó sin título. No hay precedentes; sería la 
primera vez que se hace. No estamos hablando de quien ejerce 
sin título, sino de gente que tiene un título expedido por insti- 
tutos aceptados por la sociedad -porque no fueron prohibidos- 
y de la noche a la que mañana se le dice que ya no lo tiene. Lo 
que ha hecho la sociedad muchas veces, para una profesión 
que no tenía título, es requerir... 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Si hubiera algún señor Senador ano- 
tado, pienso que tendríamos que pasar este tema a la próxima 
sesión, porque no se va a agotar en los plazos que se sugería. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara que hay tres se- 
ñores Senadores anotados para hacer uso de la palabra, des- 
pués del señor Senador Atchugarry. 


Puede continuar el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Quiero subrayar, en primer térmi- 
no, que cuando se consideró este proyecto de ley en la Comi- 
sión de Salud Pública -y por eso se radicó allí este tema- se 
pensaba en el ejercicio de la profesión de psicólogo aplicada a 
la salud humana. No niego que los psicólogos pueden ejercer 
funciones en ámbitos que no tengan que ver con la salud hu- 
mana, como el ejemplo que dio el señor Senador Atchugarry. 


Creo que eso está fuera del ámbito del proyecto de ley. 
Aquí, si bien en un sentido genérico estas personas están ejer- 
ciendo la profesión, nosotros pensamos que en estas áreas, 
fuera de la salud humana, se está en realidad aprovechando los 
conocimientos que tienen como psicólogos para otros fines 
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legítimos de la vida en sociedad. Por tanto, considero que en 
estos casos no les alcanza este proyecto de ley. 


Además, quiero subrayar que acá no se trata sólo de que 
pueden ejercer la profesión los egresados de la Universidad de 
la República y los de la Universidad Católica, sino también los 
de otros institutos universitarios habilitados por el Estado. No- 
sotros, que creemos que no debe haber monopolio en materia 
de enseñanza universitaria, esperamos que haya otros institutos 
-quizás pueda tratarse de algunos de los que hoy no tienen esa 
habilitación- que sean reconocidos en el futuro como universi- 
tarios. 


Por otro lado, creo que el artículo 3” es muy claro cuando 
dice: «Los profesionales de la psicología» -o sea, los que son 
hoy psicólogos egresados de otros institutos- «que, al momen- 
to de entrada en vigencia de la presente ley, tengan competen- 
cia notoria y título diferente, y no cumplan con los requisitos 
exigidos en el artículo 2*,» -es decir, que no son egresados de 
la Universidad de la República o de la Universidad Católica, o 
de institutos universitarios habilitados por el Estado- «podrán 
solicitar la habilitación de su título para el ejercicio de la pro- 
fesión ante la Comisión Especial que se crea en el artículo 
siguiente.» 


Esto merece ciertas precisiones. Cuando nosotros plantea- 
mos en el seno de la Comisión a qué se refería la expresión 
«título diferente», se aclaró que se trataba de títulos expedidos 
por institutos no comprendidos en los apartados A) y B) del 
artículo 2”. Quiere decir que los egresados de los otros institu- 
tos son los comprendidos en el artículo 3*. 


Bien dice el señor Senador Atchugarry cuando pregunta 
cómo es que eso surge del artículo 5%. Esa misma interrogante 
la hemos planteado en el seno de la Comisión estando presente 
el Decano de la Facultad de Psicología, quien nos aclaró algo 
que pensaba mencionar en la discusión particular. Dijo que eso 
era a los efectos académicos porque, de otra manera, nosotros 
veíamos una contradicción en cuanto a que el artículo 3* ha- 
blaba de la habilitación y acá de reconocimiento. Se nos dijo 
que el reconocimiento al cual se refiere el artículo 5” es a los 
efectos académicos. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


-Resta el punto final relativo a los estudiantes de institutos 
que no están comprendidos en los que están habilitados en este 
momento. Más allá de la circunstancia de que estos institutos, 
de hecho, disponen del plazo de un año para obtener la calidad 
universitaria -porque el Poder Ejecutivo tiene seis meses para 
reglamentar la ley y otros seis tiene la Comisión para expedirse 
sobre las solicitudes y, mientras tanto, resulta claro que la 
gente va a poder seguir trabajando durante todo ese año- el 
tema de los estudiantes no tiene solución fuera de la reválida, 
que es un trámite administrativo. ¿Por qué? Porque en cual- 
quier momento en que tratemos de reglamentar la profesión 
del psicólogo -esto, en mi fuero interno, es un argumento deci- 
sivo para inclinarme a apoyar el proyecto de ley tal como está- 
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habrá estudiantes que estarán en esa tierra de nadie. ¿Cómo se 
va a solucionar eso? No podemos decir que la ley va a regir 
dentro de tantos y cuantos años antes de que terminen sus 
estudios. Me parece que esto es entrar en un terreno de arenas 
movedizas que no nos va a llevar a soluciones claras. Nosotros 
creemos y confiamos en la palabra de las autoridades universi- 
tarias, quienes nos han dicho que para los que se presenten con 
el currículum de las materias aprobadas, la reválida va a con- 
sistir en un trámite administrativo. Creemos que la reglamenta- 
ción del Poder Ejecutivo va a poder establecer -ya que se trata 
de una Comisión muy especial, integrada y presidida por el 
Ministerio de Educación y Cultura- criterios de evaluación ge- 
nerales y absolutamente objetivos que sean una garantía para 
todas las personas, incluso -es verdad lo que dijo el señor 
Senador Atchugarry- para los individuos que ya son profesores 
de otros y que son docentes en los institutos universitarios 
reconocidos, quienes van a tener que someterse a esa prueba. 


Nosotros entendemos que eso a veces sucede en la vida 
real y en ello no tiene que verse algo humillante, ya que de lo 
único que se trata es de aplicarlo con la ecuanimidad que co- 
rresponda. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador: el tiempo de su 
interrupción ha sido largamente excedido. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Gracias, señor Presidente, pero ya 
termino. 


Quizás, con la interrupción, he contribuido a esclarecer al 
señor Senador Atchugarry el criterio con el cual la Comisión 
de Salud Pública aprobó algunas de estas disposiciones. 


Agradezco la tolerancia, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Le aseguro, señor Senador, que 
no necesitaba que me esclareciera nada, porque hace bastante 
más tiempo que estoy en este tema, porque lo vengo analizan- 
do desde que estaba en la Cámara de Representantes. 


Sé que esto no es así porque específicamente no se quisie- 
ron agregar estas disposiciones. 


SEÑOR BERGSTEIN.- ¿Cuáles disposiciones, señor Sena- 
dor? 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- En primer lugar, el artículo 5* 
es meridianamente claro. La hipótesis de trabajo consiste en 
que se trata de un señor que tiene un título de psicólogo, a 
quien se le prohíbe ejercer, y lo único que se le va a otorgar es 
un reconocimiento de sus estudios. Se planteó -y ello figura en 
los antecedentes parlamentarios de la Cámara de Representan- 
tes- que eso mismo se hiciera para los estudiantes, pero no se 
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lo quiso hacer. Tampoco se podría aplicar para el profesional; 
sin embargo, sí se lo incluye. 


Digo esto porque o nos introducimos en las reválidas o no 
lo hacemos. Pero si se dice que los profesionales a los cuales 
se les va a prohibir ejercer la profesión a partir de ahora «po- 
drán solicitar el reconocimiento total o parcial de sus estu- 
dios», y no se quiere decir nada de los estudiantes, a pesar de 
que ello se propone, entonces, señor Presidente, hay un trata- 
miento diferente. Se les dice a los que están recibidos que 
pueden solicitar el reconocimiento; se habla de que «podrán» 
hacerlo, lo que implica que todavía lo pueden hacer, aunque ni 
siquiera hay mucho derecho pero, por lo menos, hay cierta 
indicación. No se dice nada de los estudiantes. 


Ahora bien, esto no es por inadvertencia. Este proyecto de 
ley volvió a la Comisión de Salud Pública de la Cámara de 
Representantes, donde permaneció dos años y no se quiso agre- 
gar esa frase. 


Además, las palabras del señor Senador Bergstein me gene- 
raron más dudas. Dijo que después de que pase ese año, quizás 
alguno de esos institutos tiene ese reconocimiento. Pero eso no 
va a hacer que retroactivamente los egresados hasta el día 
anterior de ese reconocimiento o habilitación revaliden su títu- 
lo. Si la casa de estudios A, que hoy no está entre las únicas 
dos habilitadas, dentro de tres meses obtiene el reconocimiento 
O la habilitación correspondiente, todos los que se recibieron 
hasta ese día no están comprendidos en el artículo 2”. Por lo 
tanto, están en la misma circunstancia. De lo contrario, esto 
sería directamente un disparate. Decir que una persona que se 
recibió en el año 1996 no está autorizada para ejercer la psico- 
logía y que sí pasa a estarlo si en 1999 la casa que lo reconoció 
resulta habilitada, no tiene sentido. 


Entonces, señor Presidente, me pregunto cuál es el razona- 
miento. Se dice: «usted no es psicólogo». ¿Por qué? Porque el 
instituto no estaba habilitado. Ahora bien, si dentro de cinco, 
diez o quince años después habilitamos el instituto -y quizás lo 
hacemos sobre otras bases- esa persona automáticamente pasa 
a estar habilitada retroactivamente. Ese es mi planteo. Esa no 
puede ser la interpretación. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quisiera terminar mi razona- 
miento, señor Senador. Creo que he sido muy generoso en las 
interrupciones, pero es muy difícil que pueda expresar mi pen- 
samiento si cada dos minutos debo detener mi intervención por 
diez minutos. Posteriormente, con mucho gusto, le concederé 
la interrupción. 


Señor Senador Korzeniak: usted sabe que aprecio mucho 
su opinión, pero deseo terminar con mi exposición. 


Señor Presidente, tal como nosotros entendemos esto, una 
vez que se apruebe este proyecto ni siquiera los egresados de 
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la Universidad Católica, hasta el día en que fue habilitada 
como tal, son psicólogos. Lógicamente, podrán ser reconoci- 
dos por la vía del artículo 3” a nivel de la Comisión. Inclusive, 
los que hoy dan clases en la Facultad de Psicología se van a 
encontrar en la curiosa situación de tener que ir a demostrar su 
competencia. Evidentemente, los más jóvenes que se han reci- 
bido en los últimos años no lo van a poder hacer, ya que el 
Legislador dice que la formación del resto de los institutos es 
insuficiente. La Comisión que se crea a través de este proyecto 
de ley reconoce a la Facultad de Psicología y a la Universidad 
Católica y las pone de jueces junto con el Ministerio de Educa- 
ción y Cultura; curiosamente, el Ministerio de Salud Pública 
brilla por su ausencia. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL.- Solicito, señor Presidente, que se pro- 
rrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-15 en 16. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 


Si este proyecto de ley se aprueba habrá varios cientos de 
jóvenes que han invertido años de su vida para estudiar que- 
dando en una situación que Dios dirá. Cada casa de estudio 
dispondrá si revalida o no. 


Por otro lado, tenemos un lote de gente que se ha ido 
recibiendo válidamente con la aceptación de la sociedad uru- 
guaya, algunos de los cuales hace quince años que ejercen y 
han hecho cursos en varios institutos, razón por la cual no se 
van a poner muy intranquilos ya que simplemente deberán pa- 
sar por el molesto trámite de ir a la Comisión a demostrar su 
competencia. Sin embargo, otros más jóvenes, señor Presiden- 
te, deberán volver a tomar clase. De no ser así, ¿para qué 
vamos a votar este proyecto de ley? Es por todos conocido que 
hay distinta carga horaria en los diferentes institutos. 


Además, señor Presidente, quisiera referirme a un punto 
que considero esencial. Puedo aceptar que se le imponga un 
sacrificio a quien ya ha obtenido un título en forma legítima 
según el derecho actual y que pierda una opción de trabajo si 
estamos hablando de salud humana, porque frente a dos bienes 
jurídicos a proteger, el de la salud humana tiene su peso. Lo 
que no puedo entender es que ello se haga para el resto de las 
actividades. Aquí no se define a los psicólogos, por lo cual hay 
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que interpretarlo en su sentido científico y allí se incluye a 
todos: los que se ocupan de la psicología laboral, de la psico- 
logía de las comunicaciones, etcétera. Todos ellos no podrían 
ejercer. Aclaro que digo esto porque el tema ya se planteó y 
discutió. La propuesta fue la siguiente: ponerse de acuerdo 
para que exista una habilitación especial de Salud Pública para 
poder ejercer, tal como existe en algunas especialidades de la 
medicina que llevan a que no cualquiera pueda ejercer la ciru- 
gía. Obviamente, si no demuestran su competencia notoria no 
podrán operar en el área de la salud humana. Pero me pregunto 
qué inconveniente hay en que en el libre mercado de ideas y 
conocimientos yo pueda contratar como psicólogo laboral a un 
señor, más allá de que desde el punto de vista de este proyecto 
de ley no debería hacerlo. ¿Cuál es el bien a proteger? ¿El 
mercado de trabajo? ¿Se trata de que somos muchos y hay que 
acotarlo? 


En síntesis, señor Presidente, estos son los dos aspectos 
que me preocupan: la situación de incertidumbre que se le 
genera a la masa de estudiantes -sobre las que no hay ninguna 
mención- que queda sujeta a lo que decida cada casa de estu- 
dio en cuanto a cuándo y cómo revalida y, en segundo lugar, la 
situación de aquellos que ya están recibidos. Naturalmente, 
sobre la transición a futuro estamos todos de acuerdo. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- En principio, confieso que no pre- 
veía una extensión tan desusada en un texto que ya viene con 8 
Ó 9 años de trabajo. Todo el mundo sabe que cuando se regula 
algo hay personas que quedan desconformes. 


Soy el Miembro Informante y se habrá apreciado que tuve 
un laconismo muy peculiar derivado de esas razones. A lo 
mejor, por la falta de explicación, entre otras cosas, me veo en 
la obligación de tener que interrumpir al señor Senador. 


Antes que nada, deseo señalar un aspecto jurídico. Me pa- 
rece que no fue advertido -a pesar de que tengo un altísimo 
concepto del carácter de jurista del señor Senador Atchugarry- 
que cuando este proyecto de ley habla de universidad o institu- 
to universitario habilitado por el Estado, salvo que agregara 
«habilitado a la fecha de la presente ley» lo está haciendo para 
hoy, mañana y hasta dentro de dos mil años, salvo que se 
derogue. Por lo tanto, si dentro de quince años se habilita un 
instituto y la ley está vigente, obviamente el mismo queda 
comprendido por ese literal que dice: «Título de licenciado en 
psicología o equivalente, otorgado por la Universidad de la 
República u otras universidades o institutos universitarios ha- 
bilitados por el Estado.» 


Nadie puede creer que esto se haya dictado solamente para 
quienes estén habilitados al día de hoy; se trata de un principio 
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jurídico elemental. Por principio, la ley tiende a la permanen- 
cia sin perjuicio de su derogación o inaplicabilidad en casos 
concretos si se demuestra que es inconstitucional. 


Quería hacer esta aclaración porque me pareció advertir 
que en determinado momento se le daba a esto carácter transi- 
torio. 


Sabemos que hay profesores que no egresaron de la Uni- 
versidad de la República, ni de la Universidad Católica ni de 
ningún otro instituto o escuela habilitado por el Estado, pero 
que son profesores de la Facultad de Psicología. Personalmen- 
te, conozco matemáticos que no son ingenieros y dan clases en 
la Facultad de Ingeniería. Asimismo, también conozco lingiiis- 
tas que dan clases en Facultades de Derecho que tienen termi- 
nología inglesa o francesa, lo que buena falta le haría a la 
nuestra. De todas formas, esto no quiere decir que esas perso- 
nas estén habilitadas a ejercer como ingenieros o abogados. 
Por lo tanto, considero que se trata de un ejemplo más efectista 
que real. Esa persona que es profesor en una Facultad de Psi- 
cología puede además practicar la psicología, ya sea la laboral, 
la conductista, la gestáltica, la freudiana, asesorando a una 
empresa, a un politólogo o a un comerciante. Todo eso es 
psicología; es decir, que de algún modo el estudio de la mente 
humana es una especialidad académica. Esto es así, y me pare- 
ce muy claro. 


Entonces, no es cierto que si una persona tiene un título, 
pero no uno de estos mencionados expresamente, se le corta la 
libertad de seguir trabajando. El proyecto de ley dice especial- 
mente que si tiene esa competencia notoria, se presenta a una 
Comisión -el plazo es muy largo- y, también, que mientras no 
haya una resolución firme que lo prohíba -sería muy bueno que 
así sucediera en caso de no tener competencia, y que se dijera 
que sí cuando la tiene; seguramente, quien viene ejerciendo 
desde hace muchos años no va a tener ninguna dificultad en 
probarlo- los profesionales que hayan solicitado la habilitación 
podrán ejercer su profesión hasta tanto no exista una resolu- 
ción firme de la Comisión especial que les diga que no pueden 
hacerlo, porque no estudiaron nada o porque sólo han realiza- 
do un curso de tres meses. 


Digo esto en uso de la interrupción que me concediera el 
señor Senador Atchugarry, porque me parece que siempre va a 
haber un grupo que no esté conforme. Por ejemplo, con res- 
pecto al tema de los estudiantes, me parece que la ley no puede 
meterse a hablar de las reválidas. ¿Qué puede decir? ¿Que si 
cursaron dos años no es posible revalidar el título? No, ese es 
un tema absolutamente académico e interno de las universida- 
des que van a trabajar; no puede ser un aspecto contemplado 
en la ley. Si así fuera, podría ocurrir que por el hecho de que 
setenta estudiantes -sobre todo, si tienen dieciocho años y pue- 
den votar- hicieran una avalancha, un «lobby», la ley les fijara 
un período de exámenes, cosa que sucedió en la historia políti- 
ca uruguaya y motivó una famosa discusión sobre Parlamento 
y Universidad, que está tratada en todos los manuales y noso- 
tros la conocemos. 
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En fin, insisto en que siempre va a haber un grupo que 
puede estar desconforme. Pasó exactamente lo mismo con la 
discusión en torno a los tecnólogos médicos; se habló de si el 
fisioterapeuta era o no egresado, y a su favor contaba con que 
había atendido a los mejores jugadores de fútbol. Todos esos 
argumentos ya se dieron aquí. 


Yo agrego, además, un elemento histórico. En el Uruguay, 
en 1985, la Universidad de la República llamó, instó, invitó a 
todos los institutos a que trajeran sus cursos, sus programas y, 
según recuerdo, se unificaron cuatro. Así fue que nació la Fa- 
cultad de Psicología. Creo, entonces, que más perfección que 
esto no se puede lograr. A nadie que tenga competencia noto- 
ria se le está diciendo que no podrá trabajar. Me parece que 
eso -lo digo con todo respeto- es una exageración ante la posi- 
bilidad de algo más perfecto que no se me ocurre. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Atchugartry. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Lo que seguramente no se pue- 
de decir es que a todos quienes estén ejerciendo les van a 
convalidar el título, y prueba de ello es que no se quiere decir 
en la ley. 


La circunstancia en que estamos indica, por un lado, que 
aun los egresados de la Universidad Católica -que era a lo que 
hice referencia yo y no a lo que creyó el señor Senador Korze- 
niak- quedarían afuera. Quiero dejar claro al señor Senador 
que lo que se estaba discutiendo era la situación de quienes 
egresaron de casas de estudio que ya hoy tienen el rango de 
universidad, pero no en aquel momento. Me refería, por ejem- 
plo, a los que egresaron de la Universidad Católica antes de 
1982. Como la alocución hecha por el señor Senador Bergstein 
dio la impresión de que si luego las casas de estudio se con- 
vierten en centros habilitados, se arreglaría la situación de los 
egresados, yo dije claramente que no era así. 


Supongamos que una de esas casas de estudio se llama Alfa 
y se trata de que el señor Presidente, Licenciado Fernández 
Faingold, egresó de ella en 1998 y, según esta ley, no es psicó- 
logo. Entonces, yo que soy más burro que él, más lento, demo- 
ré en recibirme de psicólogo y lo hice en el 2000, pero en 
1999 habilitan al Instituto Alfa y yo sí soy psicólogo. Aquí no 
está estudiada esa transición; es esto lo que dice la ley, y no 
hay duda de ello porque las alternativas que se propusieron en 
la Comisión de la Cámara de Representantes fueron rechaza- 
das. Por eso es que estoy tan seguro de que dice esto. No estoy 
tratando de interpretar otra cosa; simplemente, se hicieron dos 
propuestas muy claras. 


No podemos actuar como en muchas especialidades médi- 
cas, en las que un Comité médico corporativo es el que va a 
decidir si el señor que se recibió de psicólogo en una casa que 
nos hace competencia está apto o no para ejercer; debemos 
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decirle al Ministerio de Salud Pública que sea el que habilite o 
no, en caso de ser egresado de una de estas casas, a trabajar en 
salud humana. Insisto en que esto se hace para algunas espe- 
cialidades médicas, aquí y en todas partes del mundo, a los 
efectos de ejercerlas. Esa fue la propuesta. No debemos decir, 
pues, a quien es psicólogo que porque su casa de estudios no 
evolucionó o no se tiene la carga horaria que hoy se entiende 
necesaria, ya no posee ese título. Lo que hay que decirle es que 
no puede trabajar en salud humana si no da una prueba de 
competencia notoria, porque lo que está en juego ahí es otra 
cosa. Pregunto por qué vamos a evitar que trabaje en otras 
áreas en donde no se sabe qué es lo que está en riesgo. ¿Acaso 
se trata de que está en riesgo un interés empresarial? Segura- 
mente, el empresario sabrá si le gusta que la persona haya 
egresado de la casa habilitada o de la no habilitada. ¿Qué 
diferencia hay en eso? Ya veremos nosotros mismos que ocu- 
rre cuando, como partido político, consultemos a un psicólogo 
para ver de qué manera hay que realizar la propaganda. 


Esos fueron los planteos, señor Presidente y la situación, 
repito, de los estudiantes, en la cual no ha habido ningún tipo 
de circunstancia que posibilite esto, ni siquiera una instrucción 
para las casas de estudio diciendo que se brindarán cursos 
complementarios. Ni siquiera hay una mención a que «se reco- 
nocerán»; no hay nada. Sin embargo, no ocurrió lo mismo con 
los Procuradores universitarios, en donde la ley dijo que se 
daría un curso complementario. Naturalmente que no le vamos 
a decir a la Universidad qué cursos deben ser, de cuántas horas 
y qué tipo, pero sí por lo menos hay que dejar una indicación 
en cuanto a que hay un camino de salida. 


Eran muy modestas las modificaciones que se pidieron; 
pero siendo así, no se quisieron establecer. Entonces, siento 
que los posibles afectados, que son varios miles, podrían ver 
que cosas tan sencillas como reconocer los años invertidos en 
una casa de estudios no habilitada y la posibilidad de tener que 
reengancharse en otra, no se toman en cuenta. Seguramente 
querrán alguna señal de que se los tendrá en cuenta y no que se 
pensará que no son más que simples bachilleres. ¿Por qué? 
Porque obtuvieron un título que en la sociedad uruguaya era 
legítimo. Aquí no estamos hablando de alguien que ejercía sin 
título, sino de quien, repito, lo obtuvo. Ese es el tema y no 
otro. Pero no tengo ningún inconveniente en rever el asunto a 
futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sé que no es habitual lo que voy 
a pedir al señor Senador Atchugarry, pero desde ya prometo 
descontarlo del tiempo de que dispone para su exposición. 
Ocurre que ha entrado un asunto fuera de hora que creo, en 
virtud de las pocas sesiones que tiene el Senado por delante, 
deberíamos darle ingreso en la jornada de hoy. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Dado lo avanzado de la hora, 
doy por terminada aquí esta alocución para que la Presidencia 
pueda hacer el trámite que corresponda. Ya me anotaré en otra 
oportunidad o intervendré en el debate por medio de alguna 
interrupción. 
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18) ASUNTO ENTRADO FUERA DE HORA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un asunto entrado 
fuera de hora. 


(Se da del siguiente:) 


«La Cámara de Representantes remite el proyecto de ley 
aprobado en nueva forma, por el que se sustituye el Impuesto a 
los Ejes, creado por el artículo 15 de la Ley N* 12.950, de 23 
de noviembre de 1961, por el Impuesto al Uso de la Infraes- 
tructura Vial (IMUSIVD.» 

-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


19) PROFESION DE PSICOLOGO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la deliberación sobre el 
proyecto de ley relativo a la reglamentación de la profesión de 
psicólogo. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Quisiera aclarar que cuando diji- 
mos que habíamos abusado de la interrupción del señor Sena- 
dor Atchugarry, fuimos muy explícitos en expresar que era 
para el esclarecimiento de lo que se había hablado en la Comi- 
sión de Salud Pública del Senado, y seguramente la versión 
taquigráfica lo va a confirmar. No queríamos decir que era 
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para el esclarecimiento del señor Senador Atchugarry, quien 
dijo que él estaba en ese tema desde hace mucho más tiempo 
que nosotros, lo cual no dudamos. Pero como no nos gusta 
quedar debiendo, queríamos hacer esa aclaración para que fi- 
gurara dentro del contexto de esta sesión. 


20) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay tres señores Senadores ano- 
tados para hacer uso de la palabra, por lo cual si ningún miem- 
bro del Cuerpo se opone, levantaríamos la sesión ordinaria del 
día de hoy y este asunto quedaría como primer punto del orden 
del día de la reunión del próximo martes. 


Queda levantada la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 51 minutos, presidiendo el 
licenciado Hugo Fernández Faingold y estando presentes los 
señores Senadores Antognazza, Arismendi, Atchugarry, Ben- 
tancur, Bergstein, Cid, Couriel, García Costa, Korzeniak, 
Pozzolo, Sanabria, Sarthou y Segovia). 


LIC. HUGO FERNANDEZ FAINGOLD 
Presidente 


Sr. Mario Farachio 
Lic. Jorge Moreira Parsons 
Secretarios 


Sr. Freddy A. Massimino 
Director General del Cuerpo de Taquígrafos 


Corrección y Control 
División Publicaciones del Senado 
Dep. Legal N* 205147/99 


